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1. INTRODUCCIÓN. DELIMITACIÓN DEL OBJETO DE ESTUDIO Y 
CRITERIOS DE CLASIFICACIÓN 
El análisis de las principales novedades legislativas acaecidas durante el 
año 2004 en materia sociolaboral exige, a nuestro juicio, efectuar una 
primera opción de carácter metodológico, destinada a delimitar exactamen-
te las normas que van a ser objeto de estudio. En principio, la propia 
referencia al examen de la normativa aparecida durante el año 2004 podría 
hacer pensar que tal operación es innecesaria, pues ya se indica la entidad a 
estudiar; sin embargo, ello no es del todo cierto pues, como es sabido, la fecha 
de la norma no suele coincidir con la de su publicación oficial en el BOE' que 
marca el pistoletazo de salida a su vigencia, lo que, centrada la crónica en las 
novedades normativas correspondiente al año 2004, hace necesario estable-
cer si se van a considerar sólo las normas fechadas y publicadas oficialmente 
durante 2004, o las que respondan a cualquiera de los anteriores parámetros 
' 	De lo que se colige, lógicamente, que sólo vamos a analizar la normativa nacional, omitiendo 
cualquier alusión a eventuales disposiciones que, pese a tener aplicación directa en nuestro territorio, 
o en parte de él, y haber aparecido durante 2004, no provienen de la potestad normativa estatal; en 
otras palabras, no comentaremos normas comunitarias ni disposiciones autonómicas (ni normas 
internacionales aunque su ratificación se publique en el BOE). A nivel comunitario, por ejemplo, en 
el DOUE de 30 de abril de 2004 apareció publicado el Reglamento (CE) 883/2004, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 28 de abril, sobre coordinación de los sistemas de Seguridad Social. Un 
estudio del mismo en Sempere Navarro, A.V.: "Coordenadas de la Seguridad Social Comunitaria: el 
Reglamento 883/2004", AS, n° 9, 2004. 
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o, bien sólo las publicadas oficialmente en 2004 (incluyendo, por tanto, las 
fechadas en 2003 y publicadas en 2004 y excluyendo las fechadas en 2004 pero 
publicadas en 2005). Nuestra opción será la de limitar el estudio a estas 
últimas, pues, dada la naturaleza de la revista, destinada a dar cuenta anual 
de las principales innovaciones legislativas, parece más lógico, a efectos de 
futuros estudios, escoger un criterio objetivo de identificación de la norma 
que será tratada en uno u otro año2. Con esta elección apuntamos ya que no 
entraremos en el examen del RD 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, 
pues, pese a estar fechado en 2004, su publicación en el BOE es de 7 de enero 
de 2005. 
Delimitadas en términos temporales-cuantitativos las disposiciones obje-
to de examen, es necesario acoger un concreto criterio expositivo, respecto 
del cual pueden barajarse diversas posibilidades: relación de las distintas 
normas por orden cronológico de publicación, teniendo en cuenta, a su vez, 
el rango de cada una de ellas; exposición en función de áreas temáticas 
específicas, para lo cual puede acudirse a la clásica división del Derecho del 
Trabajo en derecho individual —incluido el llamado derecho del empleo—, 
derecho colectivo y, al margen ahora de disquisiciones sobre autonomía 
científica, Seguridad Social; una combinación de ambos, que permita el 
análisis de las diversas disposiciones dentro de cada área temática en 
atención a la fecha de su publicación y orden jerárquico. En un trabajo como 
éste, continuador de crónicas precedentes y punto de partida de otras 
futuras, a medio camino entre el análisis descriptivo y el de revisión crítica, 
nos parece más útil atender en la exposición de las novedades legislativas de 
2004 —al menos en un primer momento y con independencia de que en un 
segundo momento se acojan algunos de aquellos parámetros—, al criterio 
clasificatorio que propone el profesor Martín Valverde3, según el cual las 
normas laborales pueden ser: 1) De vencimiento y renovación anuales —
disposiciones estacionales en sentido fuerte—, destinadas principalmente a 
actualizar el contenido cuantitativo de ciertos preceptos, sin incidir sobre la 
"estructura jurídica" de la norma en cuestión; 2) Normas "estacionales" en 
sentido débil4, de mayor incidencia reformadora que las anteriores en cuanto 
que, aunque también pueden contener modificaciones meramente cuantita- 
2 	Esta es, por lo demás, la alternativa elegida por otros autores de estas crónicas (Cfr. Derecho 
Mercantil Español. Crónica legislativa de 2004, en esta mima obra). 
3 	Martín Valverde, A.: "Como un torrente: crónica de las leyes sociales de finales de 2003", RL, 
n° 23, 2004, págs. 16 y ss. 
4 	Bajo esta rúbrica alude el profesor Martín Valverde ("Como un torrente: crónica...", ob. cit., 
págs. 17-18) a las "tradicionales" modificaciones de la normativa laboral operadas por las Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado y de "Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social"; esta 
última, como expondremos en el texto, parece que ya proscrita para el futuro. 
tivas, habitualmente incluyen modificaciones en la redacción de ciertos 
preceptos o la incorporación al ordenamiento laboral de nuevas disposicio-
nes; 3) Disposiciones "no estacionales", en el sentido de que, en principio, no 
responden a un parámetro temporal concreto sino que son la manifestación 
típica de la permanente evolución y adaptación del ordenamiento laboral a 
la realidad social, económica y política imperante. 
De acuerdo con las anteriores consideraciones y siguiendo al profesor 
Martín Valverde, la lista de normas que, sin ánimo de exhaustividad5, han 
aparecido en el Boletín Oficial del Estado durante al año 2004 es la siguiente: 
1) Normas de renovación anual: Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2005 (BOE de 28 de diciembre) 
y Real Decreto-Ley 11/2004, de 23 de diciembre, por el que se modifica, en 
materia de pensiones públicas, la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2005 (BOE de 28 de diciembre), en las cuestiones relativas a bases 
mínimas y máximas tipos, pensiones mínimas y máximas; especialidades en 
el sector público de las leyes de presupuestos; revalorización de pensiones, 
programa nacional de fomento del empleo y renta activa de inserción. 
Real Decreto 2/2004, de 9 de enero, sobre revalorización de las pensiones 
del sistema de la Seguridad Social para el ejercicio 2004 (BOE de 10 de enero) 
Real Decreto 2350/2004, de 23 de diciembre, sobre revalorización de las 
pensiones del sistema de la Seguridad Social para el ejercicio 2005 (BOE de 
30 de diciembre) 
Real Decreto 2388/2004, de 30 de diciembre, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2005 (BOE de 31 de diciembre) 
Orden TAS/368 /2004, de 12 de febrero, por la que se desarrollan las 
normas de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Fondo de Garantía 
Salarial y Formación Profesional, contenidas en la Ley 61/2003, de 30 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2004 (BOE de 19 
de febrero) 
5 	Hemos omitido la casi totalidad de las Órdenes Ministeriales y Resoluciones publicadas, así 
como otras normas que, con rango diverso, sólo tienen una incidencia muy tangencia) en el ámbito 
laboral (Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados —BOE de 5 de noviembre—; Real Decreto 
Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido del Estatuto Legal del 
Consorcio de Compensación de Seguros —BOE de 5 de noviembre—; Real Decreto 2347/2004, de 23 
de diciembre, por el que se modifica el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por el Real Decreto 1775/2004, de 30 de julio, en materia de salario medio anual 
del conjunto de contribuyentes y de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del trabajo 
—BOE de 24 de diciembre—...). Una relación pormenorizada de toda la legislación nacional y 
comunitaria aparecida durante el año 2004 puede encontrarse en Osuna Hernández, C.: "Legislación 
Nacional y Comunitaria correspondiente al primer semestre de 2004", DL n° 71, 2004 vol. II y 
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Resolución de 6 de octubre de 2004, de la Dirección General de Trabajo, 
por la que se dispone la inscripción en el registro y publicación de la relación 
de Fiestas Laborales para el año 2005 (BOE de 22 de octubre) 
2) Normas "estacionales" en sentido débil: 
Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2005 (BOE de 28 de diciembre) 
Real Decreto-Ley 11/2004, de 23 de diciembre, por el que se modifica, en 
materia de pensiones públicas, la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2005 (BOE de 28 de diciembre) 
3) Normas no estacionales: 
Instrumento de Ratificación del Convenio número 180 de la OIT relativo a 
las horas de trabajo a bordo y la dotación de los buques, hecho en Ginebra el 
22 de octubre de 1996 (BOE de 5 de febrero) 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la violencia de Género (BOE de 29 de diciembre) 
Real Decreto-Ley 3/2004, de 25 de junio, para la racionalización de la 
regulación del salario mínimo interprofesional y para el incremento de su 
cuantía (BOE de 26 de junio) 
Real Decreto-Ley 10/2004, de 23 de diciembre, por el que se amplía el 
plazo de adaptación de las comisiones de control de los planes de pensiones 
de empleo (BOE de 28 de diciembre) 
Real Decreto 170/2004, de 30 de enero, por el que se modifica el Real 
Decreto 1451/1983, de 11 de mayo, por el que en cumplimiento de lo previsto 
en la Ley 13/1982, de 7 de abril, se regula el empleo selectivo y las medidas 
de fomento del empleo de los trabajadores minusválidos (BOE de 31 de enero) 
Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por el que se desarrolla el artículo 
24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, 
en materia de coordinación de actividades empresariales (BOE de 31 de 
enero) 
Real Decreto 290/2004, de 20 de febrero, por el que se regulan los enclaves 
laborales como medida de fomento del empleo de las personas con discapacidad 
(BOE de 21 de febrero) 
Real Decreto 294/2004, de 20 de febrero, por el que se modifica el Real 
Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de 
trabajo, en lo relativo al tiempo de trabajo en la aviación civil (BOE de 27 de 
febrero) 
Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de Planes y Fondos de pensiones (BOE de 25 de febrero) 
Real Decreto 335/2004, de 27 de febrero, por el que se modifican el 
Reglamento general sobre cotización y liquidación de otros derechos de 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciem-
bre, y el Real Decreto 2930/1979, de 29 de diciembre, por el que se revisa la 
tarifa de primas para la cotización a la Seguridad Social por accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales (BOE de 18 de marzo) 
Real Decreto 337/2004, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 
28/2003, de 29 de septiembre, reguladora del Fondo de Reserva de la 
Seguridad Social (BOE de 9 de marzo) 
Real Decreto 362/2004, de 5 de marzo, que establece la ordenación 
general de la formación profesional específica (BOE de 26 de marzo) 
Real Decreto 364/2004, de 5 de marzo, de mejora de las pensiones de 
orfandad a favor de minusválidos (BOE de 6 de marzo) 
Real Decreto 428/2004, de 12 de marzo, por el que se modifica el 
Reglamento general sobre la colaboración en la gestión de las mutuas de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre (BOE de 30 de 
marzo) 
Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social (BOE de 25 de 
junio) 
Real Decreto 1595/2004, de 2 de julio, por el que se modifica el Real 
Decreto 1879/1996, de 2 de agosto, por el que se regula la composición de la 
Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo (BOE de 3 de julio) 
Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE 
de 3 de julio) 
Real Decreto 1715/2004, de 23 de julio, por el que se modifica el Real 
Decreto 1424/2002, de 27 de diciembre, por el que se regula la comunicación 
del contenido de los contratos de trabajo y de sus copias básicas a los Servicios 
Públicos de Empleo, y el uso de medios telemáticos en relación con aquella 
(BOE de 6 de agosto) 
Real Decreto 1865/2004, de 6 de septiembre, por el que se regula el 
Consejo Nacional de la Discapacidad (BOE de 7 de septiembre) 
Real Decreto 1936/2004, de 27 de septiembre, por el que se modifica el 
Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan nacional 
de formación e inserción profesional (BOE de 2 de octubre) 
Real Decreto 2267/2004, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de seguridad contra incendios en los establecimientos industria-
les (BOE de 17 de diciembre) 
Real Decreto 2271/2004, de 3 de diciembre, por el que se regula el acceso 
al empleo público y la provisión de puestos de trabajo de las personas con 
discapacidad (BOE de 17 de diciembre) 
Real Decreto 2389/2004, de 30 de diciembre, sobre aplicación de las 
disposiciones transitorias del Real Decreto 5/1997, de 10 de enero, por el que 
se regula el subsidio por desempleo a favor de los trabajadores eventuales 
incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social (BOE de 31 de 
diciembre) 
En un estudio de las características de esta crónica es evidente que no 
podemos -ni probablemente debamos- analizar todas y cada una de las 
normas que, con rango e importancia diversos, acabamos de mencionar. 
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Nuestro propósito es más modesto, pues sólo vamos a referirnos, con mayor 
o menor carga de análisis descriptivo y/o crítico, según los casos, a aquellas 
que, a nuestro juicio, pueden tener mayor interés por su novedad o incidencia 
en el ámbito laboral. A tales efectos seguiremos el siguiente criterio de 
exposición: En primer lugar nos referiremos a aquellas disposiciones que, por 
pertenecer al grupo de las normas no estacionales, implican una mayor dosis 
de novedad e interés en el conjunto de la nueva producción normativa; 
analizándolas en todo su contenido, con independencia de la parcela o ámbito 
del Derecho Laboral sobre el que incidan. A continuación, siguiendo las 
tradicionales divisiones temáticas de nuestra disciplina, aludiremos a las 
principales reformas o modificaciones habidas en el ordenamiento laboral a 
lo largo de 2004 en tales ámbitos. 
2. EL REAL DECRETO-LEY 3/2004, DE 25 DE JUNIO, PARA LA 
RACIONALIZACIÓN DE LA REGULACIÓN DEL SALARIO MÍNIMO 
INTERPROFESIONAL Y PARA EL INCREMENTO DE SU CUANTÍA6 
Una de las primeras medidas laborales adoptadas por el nuevo Gobierno 
surgido de las elecciones celebradas en 2004 ha sido este Real Decreto-Ley 
que comentamos; en parte debido a compromisos electorales y en parte 
justificado en la necesidad de elevar la cuantía del salario mínimo 
interprofesional (SMI), la norma se presenta como el resultado de un proceso 
de consenso con las organizaciones empresariales y sindicales más represen-
tativas en el ámbito estatal' y como paso inicial en un largo camino hacia la 
dignificación del SMI y la recuperación de su función como garantía salarial 
mínima de los trabajadores, como indica en la parte V de su Exposición de 
Motivos. 
2.1. Objetivo perseguido e instrumento normativo utilizado 
La nueva regulación del SMI se lleva a cabo a través del instrumento del 
Decreto-Ley, figura prevista en el art. 86 CE para casos de "extraordinaria y 
urgente necesidad", y que en el ámbito laboral ha alcanzado un uso 
desmedido. No es momento ahora de entrar en análisis de oportunidad y 
justificación, pero estamos de acuerdo con quienes han señalado que 
difícilmente la corrección de la pérdida de poder adquisitivo del SMI —cifrada 
en la Exposición de Motivos del Real Decreto-Ley en un 6,6 % entre 1996 y 
6 Resolución de 21 de julio de 2004, del Congreso de los Diputados, por el que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-Ley 3/2004, de 25 de junio, para la 
racionalización de la regulación del Salario Mínimo Interprofesional y para el incremento de su cuantía 
(BOE 24-07-2004). 
No es de extrañar, por ello, que la medida haya sido recibida con gran satisfacción por el 
movimiento sindical en general y por UGT, en particular. 
20048— y su aproximación a una cuantía más cercana al 60% del salario medios 
de los trabajadores —tal y como recomienda la Carta Social Europea—, pueden 
satisfacer suficientemente las exigencias constitucionales de urgencia que 
permiten el recurso a una medida excepcional como es el Decreto-Ley9, 
máxime si tenemos en cuenta que nuestra legislación contaba ya con una 
previsión específica, el art. 27 ET, que hubiera permitido la revisión del SMI 
sin acudir a la norma de urgencia. Pero, al margen de correcciones formales, 
conviene detenerse en las razones aducidas por el Gobierno para llevar a cabo 
la reforma así como en los objetivos que con ella se persiguen, pues no parece 
que sea exactamente la "racionalización" de la regulación del salario mínimo 
interprofesional lo que se lleva a cabo. Una breve sistematización de lo 
contenido en la Exposición de Motivos acerca de lo pretendido y la forma de 
realizarlo arroja el siguiente resultado: el crecimiento del SMI en los últimos 
años ha sido inferior al que ha tenido realmente el IPC, lo que ha provocado 
la pérdida de capacidad adquisitiva de aquellos trabajadores perceptores del 
SMI; a fin de solventar esta situación se incrementa la cuantía del SMI en un 
6,6%, que es el porcentaje estimado de pérdida de poder adquisitivo de aquél 
en el período 1996-2004. Una de las causas que han impedido que la evolución 
del SMI haya sido más acorde a la exigencia de una "remuneración suficiente" 
recogida en el art. 35 CE, deriva de las especiales características que el SMI 
tiene en España, pues a éste se le asigna un doble efecto: por un lado, un 
efecto directo o estrictamente laboral, en cuanto constituye el suelo o 
garantía salarial mínima de los trabajadores; por otro, un efecto indirecto, 
en tanto se utiliza como indicador del nivel de renta que permite el acceso 
a determinados beneficios o la aplicación de determinadas medidas. Desde 
esta óptica, el SMI, se convierte en referente en ámbitos diversos extralaborales, 
como el educativo —para la percepción de becas y pago de tasas—, el procesal 
—para el acceso a la justicia gratuita, por ejemplo—, el de la vivienda —
revisión de alquileres o acceso a viviendas de protección oficial—, o el fiscal 
—tasas, mínimos exentos—, entre otros, pero también en el sociolaboral, en 
8 	Un análisis de la evolución de la cuantía del SMI y del IPC y de la pérdida de poder adquisitivo 
de los perceptores de aquél puede verse en Cardenal Carro, M.: "La «racionalización» y aumento de 
cuantía del salario mínimo interprofesional", AS, n° 7-8, 2004, págs. 12 y ss.; Lanzadera Arencibia, 
E.: "Primeras valoraciones sobre las repercusiones en la nueva regulación del salario mínimo 
interprofesional y del nuevo índice de referencia «indicador público de renta de efectos múltiples»", 
Estudios Financieros, Trabajo y Seguridad Social. Recursos Humanos n° 256, 2004, pág. 115. 
9 La crítica es común en todos los que se han acercado al estudio de la norma citada. Cfr. García 
Murcia, J.: "Del salario mínimo al IPREM: el nuevo indicador para las prestaciones y ayudas sociales", 
RL, n° 20, 2004, págs. 18 y ss., para quien "cabe la sospecha de que se ha utilizado de manera 
desproporcionada la figura del Decreto-Ley"; Cardenal Carro, M.: "La «racionalización» y aumen-
to...", ob. cit. pág. 10; Lanzadera Arencibia, E.: "Primeras valoraciones sobre las repercusiones...", 
ob. cit., pág. 116; Alfonso Mellado, C.L.: "El Real Decreto-Ley 3/2004: la reforma del salario mínimo", 
TS, n° 168, 2004, pág. 12, quien, con mayor benevolencia, trata de identificar en las medidas 
adicionales a la elevación de la cuantía del SMI que recoge el Decreto-Ley la justificación del recurso 
a la figura. 
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cuanto se usa como parámetro en la determinación de los requisitos de acceso 
y en la cuantificación de ciertas prestaciones. Y es justamente en esta 
función, donde una elevación del SMI tendría una repercusión directa sobre 
el gasto público, pues tales prestaciones aumentarían en la misma cuantía 
que aquél'''. De ahí, que el incremento del SMI se acompañe de otras medidas 
dirigidas a que aquél recupere su uso estrictamente laboral y se desvincule 
de efectos o finalidades distintas; en suma, se racionalice su regulación. Para 
ello se crea un indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM), que 
servirá como referencia del nivel de renta de cara a fijar la cuantía de 
determinadas prestaciones o el acceso a ciertos beneficios. Esto es lo que 
según la exposición de motivos se pretende y se realiza. Sin embargo, y sin 
entrar en mayores profundidades que, por otra parte, exigirían un análisis 
más detenido del devenir de la norma y sus efectos reales, lo cierto es que, 
como ya la doctrina ha señalado, si atendemos al título de la norma, 
propiamente no se racionaliza la regulación del SMI, que sigue siendo, de 
forma inalterada, la recogida en el art. 27 ET, sino que más exactamente lo 
que hace es un uso "más racional", al menos entendido en términos de gasto 
social", de dicho SMI, de tal forma que eventuales incrementos en su cuantía 
no tengan repercusión directa en el gasto público, por haberse aquél 
utilizado, de forma inadecuada según el gobierno, como parámetro para 
determinar la cuantía de ciertas prestaciones. 
2.2. Las concretas medidas adoptadas 
Al objeto de alcanzar los objetivos propuestos, el RD-L 3/2004 adopta dos 
tipos de medidas, una de carácter directo e inmediato, de naturaleza 
cuantitativa, definida por el incremento de la cuantía hasta el momento 
vigente para el SMI, con las consecuencias derivadas que ello tiene en el 
sistema de Seguridad Social. La segunda, de carácter más finalista, ligada al 
mantenimiento de la función de garantía de percepción mínima y suficiente 
que supone el SMI y que, en consonancia con esa preocupación del Gobierno 
porque la cuantía del SMI y su eventual incremento no repercuta en el gasto 
público, viene representada por la definición de los supuestos en los que se 
mantendrán la vinculación con el SMI y de los que no, para los cuales se crea 
un nuevo índice de referencia, el indicador público de renta de efectos 
múltiples (IPREM). 
10 Una reflexión crítica acerca de las verdaderas causas de la modesta evolución del SMI en los 
últimos años, en la que se duda de que haya sido el miedo a esos efectos indirectos el auténtico 
causante de la contención en, García Murcia, J.: "Del salario mínimo al IPREM...", ob. cit. págs.16- 
17). 
11  Como pone de manifiesto García Murcia ("Del salario mínimo al IPREM...", ob. cit. págs.14- 
15) si bien el objetivo inmediato del RD-L 3/2004 era el incremento de la cuantía del SMI, "su 
preocupación más evidente residía desde luego en las posibles repercusiones de esa subida en otras 
parcelas de la acción social y del consiguiente gasto público, particularmente por lo que se refiere 
al sistema de protección social". 
Al primero de estos propósitos dedica el RD-L 3/2004 su capítulo II, en el 
que se modifican las cuantías del SMI establecidas en el RD 1793/2003, de 26 
de diciembre, por el que se fija el SMI para 2004. De esta forma, a partir del 
1 de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de 2004, el SMI queda fijado en 
16,36 euros/día, 490 euros/mes ó 6871,20 euros en cómputo anual. La 
reforma es meramente cuantitativa, pues la norma deja claro que para el año 
2004 la regulación del salario será la establecida en el RD 1793/2003 
mencionado —típica norma de renovación anual que establece y actualiza la 
cuantía del SMI— y que para 2005 y años sucesivos, el SMI se revisará conforme 
a lo dispuesto en el art. 27 ET. Así lo hace el Real Decreto 2388/2004, de 30 
de diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 200512, 
que incrementa éste en un 4,5%, quedando establecido en 17,10 euros/día, 
513 euros/mes y 7182 euros en cómputo anual. Por ello, rápidamente se ha 
indicado13 que si la norma deja vigente el mismo mecanismo que hasta ahora 
se ha venido utilizando en la actualización del SMI, en el futuro pueden volver 
a producirse las mismas disfunciones que la reforma trata de solucionar. 
El incremento en la cuantía del SMI se acompaña del consiguiente ajuste 
en las bases y topes mínimos de cotización14 a los distintos Regímenes de la 
Seguridad Social. En concreto la modificación afecta a todos aquellos casos 
en los que la base mínima de cotización estaba por debajo del nuevo tope 
mínimo, que queda establecido en 572,70 euros mensuales15. Asimismo, 
12 BOE de 31 de diciembre de 2004. Este Real Decreto contiene idénticas previsiones a las 
habituales en los Reales Decretos de fijación anual del SMI, con la salvedad de la inclusión de una 
Disposición Transitoria que, en línea con lo dispuesto en la DT 1a del RD-L 3/2004, establece que 
aquellos convenios colectivo vigentes el 1 de julio de 2004 cuya vigencia continúe durante 2005 y que 
utilicen el SMI como referencia para determinar la cuantía o el incremento del salario base o de 
complementos salariales, las cuantías del SMI se entenderán referidas, durante 2005, a las que 
estaban vigentes en la fecha de entrada en vigor del RD-L 3/2004, incrementadas en un 2%, previsión 
de inflación utilizada en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2005, salvo que las partes 
acuerden otra cosa. 
13 Lanzadera Arencibia, E.: "Primeras valoraciones sobre las repercusiones...", ob. cit. págs.117- 
118. 
14 El art. 97.Uno de la Ley 61/2003, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2004 (BOE del 31 de diciembre de 2003) establecía que las bases de cotización en los 
Regímenes de la Seguridad Social tendrían como tope mínimo las cuantías del SMI vigente en cada 
momento, incrementadas en un sexto, salvo disposición expresa en contrario. A continuación, la 
citada Ley fijaba las diversas bases y tipos de cotización de los distintos Regímenes de Seguridad 
Social; previsiones legales que se reproducen y desarrollan, particularmente por lo que a los supuestos 
de contratos a tiempo parcial respecta, en la Orden TAS/368/2004, de 12 de febrero, por la que se 
desarrollan las normas de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y 
Formación Profesional, contenidas en la Ley 61/2003, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2004 (BOE de 19 de febrero de 2004). 
15 La reforma se acompaña de una cierta tendencia a la uniformidad en el establecimiento de las 
bases mínimas de cuantía inferior, que ahora se fijan en todos los Regímenes en el tope mínimo de 
los 572,70 euros/mes, mientras que antes de la entrada en vigor del RD-L 3/2004, las bases mínimas 
de menor cuantía aplicables al Régimen General eran inferiores, por ejemplo, a las bases mínimas más 
inferiores de los trabajadores por cuenta ajena del Régimen Especial Agrario. 
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también se lleva a cabo la correspondiente alteración en las bases mínimas 
por horas aplicables a los contratos a tiempo parcialm. 
El capítulo I del RD-L 3/2004, bajo el rótulo de racionalización de la 
regulación del SMI, enumera los conceptos que a partir de la entrada en vigor 
de la norma se entenderán referenciados al SMI y aquellos otros que, por su 
carácter extralaboral, pasarán a tener como referente un nuevo parámetro, 
el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM). La delimitación se 
hace bajo la fórmula de lista, parece que cerrada17, de los supuestos que 
mantienen la vinculación con el SMI y de determinación por omisión de los que 
pasarán a referenciarse según el IPREM: todos aquellos que el RD-L no vincule 
expresamente al SMI. Es lo que algunos18 han denominado vis expansiva del 
IPREM, en el sentido de que todas las referencias al SMI que existan en las 
normas estatales se entienden hechas al IPREM, salvo las que específicamente 
dispone el RD-L. Sin ánimo de exhaustividad, diremos que se mantendrá la 
vinculación con el SMI en la determinación de19: el salario del trabajador en 
las relaciones laborales de carácter especial, la retribución del trabajador 
contratado para la formación, las garantías, privilegios y preferencias del 
salario, los límites de la responsabilidad del FOGASA, las bases mínimas de 
cotización en los regímenes de la Seguridad Social, los requisitos de acceso 
y, en su caso, mantenimiento de las pensiones de viudedad, orfandad, 
prestaciones a favor de familiares, prestaciones familiares y por nacimiento 
o adopción del tercer o sucesivos hijos... 
Por su parte, el IPREM es el nuevo indicador, sustituto del SMI en esta 
función, del nivel de renta que sirve para determinar la cuantía de determi-
nadas prestaciones o para acceder a ciertas prestaciones, beneficios o 
servicios públicos, cuya delimitación exacta deriva del examen de los 
supuestos no vinculados por la norma expresamente al SMI, según acabamos 
de señalar. En cuanto a su régimen jurídico, el art. 2.2 del RD-L 3/2004, 
establece que será anualmente la Ley de Presupuestos Generales del Estado2° 
la que determine su cuantía teniendo en cuenta, al menos, la previsión de 
inflación en ella utilizada21. No obstante, para el período comprendido entre 
16 Un análisis comparativo de las bases de cotización afectadas por el RD-L 3/2004 durante el 
año 2004 en Lanzadera Arencibia, E.: "Primeras valoraciones sobre las repercusiones...", ob. cit. 
págs.129-130. 
17 Así lo ha entendido Alfonso Mellado, C.L.: "El Real Decreto-Ley 3/2004...", ob. cit. págs. 14 
y 18. 
18 Ibídem, pág. 18, quien apostilla que "la vis expansiva y el carácter de indicador global del 
IPREM se produce, pues, en el momento actual y en relación con las normas anteriores al RD-L 3/2004, 
pero la permanencia en el futuro de estas características dependerá de la evolución legal posterior". 
19 Véase arts. 1.2 y 1.3 del RD-L 3/2004. 
20 Si bien con anterioridad a la aprobación del proyecto de Ley anual de Presupuestos Generales 
del Estado, el Gobierno consultará a las organizaciones empresariales y sindicales más representativas 
sobre la cuantía del IPREM. 
21  La DA 16a de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
2005 (BOE de 28 de diciembre de 2004) establece las cuantías del I PREM durante 2005, en las siguientes 
el 1 de julio de 2004 (entrada en vigor del RD-L 3/2004) y el 31 de diciembre 
de 2004, la norma fija las diferentes cuantías (diaria, mensual y anual) del 
IPREM, que se corresponden exactamente con las previstas para el SMI antes 
de su incremento por el RD-L 3/2004. Conviene advertir que la sustitución de 
la referencia al SMI por la del IPREM se produce de forma obligatoria en 
relación con las normas vigentes del Estado, cualquiera que sea su rango22, y 
de manera potestativa respecto de las correspondientes a las Comunidades 
Autónomas, Ciudades de Ceuta y Melilla y entidades de la Administración 
local. Estas últimas, podrán utilizar como índice de renta el IPREM o, en el 
ejercicio de las competencias constitucionalmente asignadas, fijar indicadores 
propios. 
2.3. El sistema de desempleo y las normas transitorias 
El RD-L 3/2004 otorga un tratamiento especial al sistema de protección por 
desempleo, su propia Exposición de Motivos lo destaca, tendente, por un lado, 
a desvincular las cuantías de las prestaciones por desempleo del SMI y, en 
consecuencia referenciarlas al IPREM —en línea con la manifiesta preocupa-
ción del RD-L 3/2004, por que el incremento del importe del SMI no signifique 
un aumento del gasto social—, y, por otro, a permitir que el aumento 
producido en la cuantía del SMI se extienda también a los perceptores de 
prestaciones por desempleo, en particular a los que perciben las cuantías 
mínimas. De esta forma, a partir de la entrada en vigor del RD-L 3/2004, en 
materia de desempleo, los índices referenciales serán dos, dependiendo del 
tipo de concepto de que se trate; con carácter general, los requisitos de 
acceso y mantenimiento de las prestaciones seguirán vinculados al SMI (arts. 
1.3 c) y 3.1 del RD-L 3/2004), mientras que se entenderán referidas al IPREM 
las cuantías de las prestaciones (art. 3.2 del RD-L 3/2004). Esta regla tiene 
una excepción —más que una excepción es más bien una aplicación particu-
lar— en el supuesto de trabajadores perceptores de prestaciones por desem-
pleo que participen en trabajos de colaboración social. En este caso, el art. 
3.4 del RD-L 3/2004, establece que "se mantendrá la vinculación con el salario 
mínimo interprofesional de la cuantía de las percepciones que, de acuerdo 
con el artículo 38.4 del Real Decreto 1445/1982, de 25 de junio..., deben 
garantizarse a los perceptores de prestaciones por desempleo en relación con 
los trabajos de colaboración social que realicen conforme a lo previsto en el 
cifras: diario, 15,66 euros; mensual, 469,80 euros; anual, 5637,60 euros o 6577,60 euros, si se incluyen 
las pagas extraordinarias. Por su parte, la DF 1a del RD-L 11/2004, de 23 de diciembre, dice modificar 
la citada disposición (realmente sólo cambia un pequeño error de redacción y sustituye la referencia 
a cuantía mensual del IPREM por cuantía anual del mismo), estableciendo una regulación idéntica. 
22 Nos obstante, como pone de manifiesto la profesora Pérez Yáñez ("La revisión del salario 
mínimo interprofesional...", ob. cit. pág. 68 y nota 10), pese a esta "sustitución automática operada 
ope lege" han aparecido algunas disposiciones que expresamente modifican normas anteriores al 
objeto de sustituir las referencias al SMI por las oportunas menciones al IPREM. 
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art. 213.3 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social". 
Parece que el precepto realmente a lo que alude es a la garantía del 100% del 
SMI vigente en cada momento que el art. 38.4 del RD 1445/1982 concede a 
los mencionados trabajadores y no propiamente a la cuantía de la prestación 
o subsidio de desempleo de que vinieran disfrutando, la cual, a partir y en 
aplicación del RD-L 3/2004, tendrá como referencia el IPREM. Por su parte, 
la proyección del incremento del SMI sobre los perceptores de prestaciones 
por desempleo se articula mediante el incremento de los porcentajes 
aplicables, ahora al IPREM, para el cálculo de la cuantía de las citadas 
prestaciones. Para ello la DF la del RD-L 3/2004 modifica los preceptos 
correspondientes del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, en concreto los arts. 211.3, 217.1 y 2 y 222.3 párrafo 2° LGSS. Así, la 
cuantía máxima de la prestación por desempleo pasa del 170% del SMI al 175% 
del IPREM23; en caso de que el trabajador tenga hijos a su cargo, de un máximo 
del 220% del SMI se pasa al 200% o al 225% del IPREM según tenga uno o más 
hijos a cargo, respectivamente. La cuantía mínima de la prestación por 
desempleo sube del 100% o del 75% del SMI, según que el trabajador tenga o 
no, respectivamente, hijos a su cargo, al 107% o al 80% del IPREM, según que 
el trabajador tenga o no, respectivamente, hijos a su cargo. El subsidio por 
desempleo cambia dei 75% del SMI al 80% del IPREM24; la cuantía del subsidio 
especial por desempleo para mayores de 45 años, hasta ahora variable en 
función de los familiares que tenga a cargo el trabajador en unos porcentajes 
que van desde el 75% del SMI al 125% del SMI, se incrementa de tal forma que 
los nuevos porcentajes oscilan entre el 80% y el 133% del IPREM. Finalmente, 
la prestación por incapacidad temporal en los supuestos en los que el 
trabajador pasa a esta situación mientras esté percibiendo la prestación de 
desempleo y continúe en ella una vez finalizado el período de duración de 
ésta, pasa del 75% del SMI al 80% del IPREM25. Si tenemos presente que 
23 Unos ilustrativos cuadros comparativos de los porcentajes y cuantías de la prestación y 
subsidio por desempleo, de la prestación por IT en el supuesto del art. 222.3 LGSS, de la renta activa 
de inserción, del subsidio por desempleo de trabajadores eventuales del REA y de la renta agraria del 
RD 426/2003, antes y después del 1 de julio de 2004 pueden encontrarse en Lanzadera Arencibia, E.: 
"Primeras valoraciones sobre las repercusiones...", ob. cit. págs.126-128 
24 Conviene advertir que en los supuestos de subsidio de desempleo y prestación de IT, a 
diferencia de lo previsto para la prestación por desempleo, el RD-L 3/2004 indica que el porcentaje 
correspondiente se aplica sobre el IPREM mensual vigente en cada momento. 
25 Además de estas modificaciones expresas de la LGSS, el art. 3.2 c) d) y e) del RD-L 3/2004 
altera otras disposiciones e introduce los siguientes cambios: la cuantía de la renta activa de inserción 
prevista en la DF5a.4 de la LGSS, regulada por RD 945/2003, de 18 de julio (BOE de 6 de agosto de 2003) 
y prorrogada para 2004 por el RD 3/2004, de 9 de enero (BOE de 10 de enero de 2004) pasa del 75% 
del SMI (art. 4 RD 945/2003) al 80% del IPREM mensual vigente en cada momento; la cuantía del 
subsidio por desempleo a favor de los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social, fijada por el art. 4 del RD 5/1997, de 10 de enero (BOE de 11 de enero 
de 1997) en el 75% del SMI, queda establecida ahora en el 80% del IPREM mensual vigente en cada 
momento; y los porcentajes establecidos en el art. 4 del RD 426/2003, de 11 de abril (BOE de 12 de 
abril de 2003) para calcular la cuantía de la renta agraria para los trabajadores eventuales incluidos 
en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Comunidades Autónomas de 
inicialmente la cuantía del IPREM coincide con la prevista hasta ese momento 
para el SMI, es evidente que un incremento en los porcentajes aplicables se 
traduce en una subida directa de la cuantía de la prestación que se recibe, 
pero no es menos cierto que si en el futuro esa desvinculación de los efectos 
indirectos del SMI se traduce en que el incremento de éste se hace a costa de 
una subida del IPREM sólo limitada a la previsión u objetivo de inflación —
como establece el art. 2.2 del RD-L 3/2004—, sin mayores garantías adicio-
nales26, podría suceder que quienes verdaderamente vieran reducido su 
poder adquisitivo fueran los perceptores de prestaciones de desempleo27. 
Aunque tampoco puede olvidarse que, al conservar referidos al SMI los 
requisitos de rentas y, en su caso, de responsabilidades familiares para el 
acceso y mantenimiento de las prestaciones por desempleo (arts. 1.3 c) y 3.1 
del RD-L 3/2004) la subida permanente de aquél favorece y facilita 
consiguientemente alcanzar la condición de beneficiario de tales prestacio-
nes 
La cuantía del SMI, frecuentemente, sirve de parámetro a la negociación 
colectiva para la fijación del salario, o alguno de sus componentes, que cada 
concreto trabajador va a recibir. De ahí que una alteración en aquélla pueda 
tener repercusión directa sobre lo negociado por los agentes sociales. 
Consciente de ello, el RD-L 3/2004, en su Disposición Transitoria Primera, 
dispone lo necesario al objeto de que las nuevas cuantías del SMI en él 
previstas no afecten a lo convenido por los representantes de trabajadores y 
empresario bajo el imperio de importes aún no modificados del SMI. La 
mencionada disposición señala que las cuantías del SMI establecidas antes de 
Andalucía y Extremadura pasan de oscilar entre el 75% y el 100% del SMI, según el número de jornadas 
reales, a hacerlo entre el 80% y el 107% del IPREM mensual vigente en cada momento. 
26  No parece que, a estos efectos, la consulta previa a las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas (art. 2.2 del RD-L 3/2004) represente un mecanismo garantizador 
suficiente. 
27  No es baladí que los primeros autores que se han acercado al análisis de la norma hayan puesto 
de manifiesto cómo en relación al desempleo aquélla no parece seguir las ideas y voluntad del 
Gobierno de incrementar las rentas más bajas y dignificar el salario mínimo (Lanzadera Arencibia, E.: 
"Primeras valoraciones sobre las repercusiones...", ob. cit. págs.113-114), que no es coherente que 
la subida del SMI "no se extienda completamente a todos los supuestos en que favorecería a rentas 
vinculadas a ese parámetro —no es tal el incremento contenido en la disposición final primera para 
las diversas prestaciones de desempleo—" (Cardenal Carro, M.: "La «racionalización» y aumento...", 
ob. cit. pág.19), que cabe plantearse "si la tarea de «dignificación» que el Gobierno ha querido 
emprender con la subida del SMI no debería haber llegado también a esas otras parcelas de la acción 
social; cabe plantearse, en definitiva, si era estrictamente necesaria una estratificación entre los 
perceptores de rentas básicas y una «congelación» o reducción del gasto social como la que a fin de 
cuentas se desprende de esta reforma legal" (García Murcia, J.: "Del salario mínimo al IPREM...", ob. 
cit. págs.17-18) o bien, más moderadamente, que la vinculación de las cuantías de la prestación al 
IPREM y la reconsideración de los porcentajes "están pensadas para introducir una moderada 
elevación de las mismas, ya desde ahora, pero que no se verá incrementada en el futuro 
necesariamente por la variación que experimente el SMI, manteniendo así controlado el gasto público 
y atribuyendo a la decisión que en cada momento pueda tomarse en cuanto a la actualización del 
IPREM, cuál será la elevación que dicho gasto experimente en estas partidas concretas" (Alfonso 
Mellado, C.A.: "El Real Decreto-Ley 3/2004...", ob. cit. pág. 21) 
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la publicación del RD-L 3/2004, salvo que las partes acuerden lo contrario, 
continuarán siendo de aplicación durante 2004 a los convenios colectivos 
vigentes a la fecha de entrada en vigor del RD-L 3 / 2004 que hayan utilizado 
el SMI como referencia para determinar la cuantía o el incremento del salario 
base o de complementos salariales. Ahora bien, ello se entiende sin perjuicio 
de garantizar en todo caso al trabajador, modificando de ser necesario los 
salarios establecidos en convenio colectivo, una percepción en su conjunto y 
en cómputo anual igual a las cuantías del SMI vigente en cada momento, a 
cuyos efectos jugará la regla general de absorción y compensación prevista 
en el art. 26.5 ET y anualmente recogida en los Reales Decretos que fijan el 
SMI 
En el supuesto de que la vigencia del convenio exceda de 2004, salvo 
acuerdo en contrario, la cuantía del SMI se entenderá referida, para años 
siguientes, a la que estaba vigente en la fecha de entrada en vigor del RD-L 
3/2004, incrementada según la previsión de inflación utilizada en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado (DT 1 a.2 del RD-L 3/2004)28. 
Con similar propósito de no afectación de la nueva cuantía del SMI más allá 
de lo establecido en normas estatales y justificado en el carácter excepcional 
del incremento, la Disposición Transitoria Segunda del RD-L 3/2004, estable-
ce que los nuevos importes del SMI no serán de aplicación a las normas de las 
Comunidades Autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla y de las entidades 
de la Administración local, así como a cualesquiera contratos y pactos de 
naturaleza privada que utilicen como indicador o referencia el SMI, bien para 
determinar el nivel de renta que da acceso a ciertas prestaciones, beneficios 
o servicios públicos, o bien a cualquier otro efecto; todo ello, salvo disposición 
expresa o acuerdo en contrario29. Al igual que respecto a las normas 
convencionales, también ahora se señala que para años sucesivos, la cuantía 
del SMI se entenderá referida durante 2004 a la que estaba vigente en la fecha 
de entrada en vigor del RD-L 3/2004, incrementada para los años siguientes 
en el mismo porcentaje en que se incremente el IPREM. Repárese en que 
ahora, a diferencia de lo dispuesto respecto a los convenios colectivos, el 
aumento del SMI referencia) se hace en porcentaje idéntico al incremento del 
IPREM, mientras que en el supuesto de la negociación colectiva el nivel del 
incremento venía determinado por el objetivo o previsión de inflación. 
Realmente, en la práctica el resultado podrá ser el mismo, dado que el RD- 
L 3/2004, establece que en la determinación anual de la cuantía del IPREM se 
tendrá en cuenta, al menos, el objetivo de inflación, con lo que, si el Gobierno 
no atiende a otros parámetros, será éste únicamente el que señale la nueva 
cuantía. 
28 Véase nota 12. 
29  Sin perjuicio de que deban ser modificados los salarios establecidos en contratos o pactos de 
naturaleza privada inferiores en su conjunto y en cómputo anual a las cuantías del SMI vigente en cada 
momento en el importe necesario para asegurar la percepción de dichas cuantías, siendo de aplicación 
a estos efectos las reglas sobre compensación y absorción (DT 2a.3 del RD-L 3/2004). 
3. LA LEY ORGÁNICA 1/2004, DE 28 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS DE 
PROTECCIÓN INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO" 
3.1 Consideraciones generales 
Como continuación de los avances legislativos producidos en los últimos 
años en el derecho español en materia de lucha contra la violencia de género, 
a finales de 2004 se publica la LO 1 /2004, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género (LOPVG); ley que, como su propia denominación 
anticipa, pretende otorgar una tutela global a las víctimas de estas agresio-
nes. Por ello, la Ley abarca aspectos preventivos, educativos, sociales, 
asistenciales y de atención posterior a las víctimas. Evidentemente, las 
medidas y previsiones recogidas en la norma afectan a parcelas muy diversas 
del ordenamiento jurídico (civil, administrativo, laboral, procesal, penal), lo 
que se demuestra, por otra parte, en el dato de que casi todas las crónicas 
de este número aluden y comentan, desde su propio ámbito competencial, las 
modificaciones incorporadas por la LOPVG. Por tanto, nosotros vamos a 
referirnos exclusivamente a la vertiente laboral y de Seguridad Social de la 
Ley en relación al trabajador asalariado31 , eludiendo el análisis, por ejemplo, 
de las previsiones relativas a funcionarias públicas o trabajadoras por cuenta 
propia. Nos obstante, antes de comenzar el examen detenidos de las medidas 
concretas de índole laboral, nos gustaría realizar algunas precisiones de 
carácter general. 
En primer lugar, en lo que concierne al reconocimiento de los derechos 
laborales que la Ley incorpora, la técnica legislativa empleada se caracteriza 
por un tratamiento dual de la cuestión; mientras que el articulado de la Ley 
consagra los derechos a favor de las trabajadoras víctimas de violencia de 
género32, la materialización y concreción de contenidos de aquéllos se 
produce de forma indirecta, a través de la correspondiente modificación del 
articulado de la norma laboral mediante una disposición adicional (en 
concreto la DA 7a y la DA 8a)33. Probablemente esta sea la forma adecuada de 
proceder, pero lo que no es menos cierto es que, en la práctica, se pueden 
producir determinados problemas y distorsiones no previstos por el legisla- 
30 BOE de 29 de diciembre de 2004. 
31 Sobre los aspectos laborales y de Seguridad Social de la LOPVG, véase Fernández López, Ma.F.: 
La dimensión laboral de la violencia de género, Bomarzo, Albacete, 2005; Molina Navarrete, C.: "Las 
dimensiones socio-laborales de la «lucha>, contra la «violencia de género». A propósito de la LO 1/ 
2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género —BOE de 
29 de diciembre—", Recursos Humanos, Revista de Trabajo y Seguridad Social, n° 264, 2005; Aramendi 
Sánchez, P.: "Los aspectos laborales de la Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género", DS, n° 30, 2005. 
32 Prescindimos aquí de cualquier análisis lingüístico acerca de la corrección del término 
"violencia de género", empleado por el legislador. Un apunte sobre el particular en, Aramendi 
Sánchez, P.: "Los aspectos laborales...", ob. cit., pág. 55, nota 1 y en el apartado 3 de la crónica de 
Derecho Penal del profesor Polaino en este mismo número. 
33 Véase la Exposición de Motivos párrafo antepenúltimo de la LOPVG. 
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dor. Hay que tener en cuenta que estamos ante una Ley cuyo ámbito excede 
con mucho el laboral —es una ley "transversal y multidisciplinar"34, que nace 
presidida por unos principios y objetivos de protección y tutela de la víctima 
de violencia de género de marcada intensidad y que, si bien una lectura e 
interpretación sistemática de su articulado pueden conducir a ciertos resul-
tados, es posible que lo mismo no acontezca cuando esa lectura se produzca 
en el contexto de otra norma, en nuestro caso del Estatuto de los Trabajado-
res, que responde a su propia integración y equilibrio de intereses contrapues-
tos; máxime cuando a ello se une el hecho de que las previsiones del articulado 
de la Ley no siempre guardan la necesaria correspondencia con su traslación 
al ordenamiento laboral vía modificación del Estatuto de los Trabajadores. No 
en vano, los primeros comentaristas de la Ley35 se han apresurado a poner de 
manifiesto cómo la concreta materialización y desarrollo del contenido de un 
derecho reconocido en la LOPVG significa, en ocasiones, su limitación o 
acotación "en sentido poco generoso" en la modificación legal correspon-
diente. Todo ello se puede traducir en que la interpretación a otorgar a una 
determinada duda legal varíe sustancialmente en función del parámetro 
referencial utilizado, bien la propia LOPVG que reconoce en abstracto el 
derecho, bien la norma laboral —en su conjunto y contexto— en el que aquél 
se integra y materializa". 
En segundo lugar, hay que dejar sentado y tener muy presente el ámbito 
aplicativo de la Ley, marco delimitador fundamental del alcance de los 
derechos reconocidos. A tales efectos, y desde el punto de vista subjetivo, la 
LOPVG actúa contra la violencia que los hombres ejercen sobre las mujeres, 
pero no sobre la violencia ejercida por cualquier hombre, sino sólo por 
quienes sean o hayan sido sus cónyuges o estén o hayan estado ligados a ellas 
34 Aramendi Sánchez, P. : "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 55. 
35 Véase Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 34. También 
Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 53 señala cómo, en relación al derecho 
a la movilidad geográfica y al cambio de centro de trabajo, "lo que en el art. 21.1 era un «derecho" 
—en los términos previstos en el ET, ciertamente, pero «derecho"— en el ET se matiza con la 
referencia a un derecho preferente al traslado o desplazamiento si existen puestos de esta índole en 
centros de trabajo distintos de la empresa en otro lugar". 
36 A tales efectos, no es baladí, por ejemplo, que la doctrina haya indicado (Aramendi Sánchez, 
P. : "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 59) que "nos situaríamos en un plano interpretativo 
equivocado si se analizara la ley como un marco para la conciliación de los derechos reconocidos a 
la víctima con otros posibles derechos o intereses que pudiera resultar comprometidos por el recto 
ejercicio y disfrute de aquéllos... no cabría interpretar la ley como una norma que intentara conciliar 
los derechos de la víctima en orden a modificar el contenido de su prestación laboral con el derecho 
del empresario a organizar su empresa". O, con más claridad, que la remisión de la DA 7a de la LOPVG 
en la regulación del derecho de la trabajadora víctima de violencia de género a la reducción de la 
jornada o la reordenación del tiempo de trabajo (art. 21.1 de la LOPVG) al procedimiento del art. 138 
bis de la LPL para resolver las discrepancias surgidas sobre el particular conduzca a que el "derecho 
de la LOPVG se convierta en la LPL en un procedimiento urgente para apreciar las razones 
empresariales para oponerse a la decisión del trabajador" (Fernández López, Ma.F.: La dimensión 
laboral..., ob. cit. pág. 47). 
por relaciones similares de afectividad37. De ahí, que se haya criticado la ley 
señalándose que no se trata de una ley integral contra la violencia sino sólo 
de una ley parcial contra la "violencia doméstica", y de ahí que, en lo que a 
nuestra materia respecta, la ley no aborde la violencia laboral sino sólo en la 
medida y en los casos en que confluyan las condiciones de maltratador y 
empresario, trabajador o compañero de trabajo de la víctima38. En otras 
palabras, en lo que a nuestro análisis concierne, la ley incorpora "una serie 
de normas que contemplan la respuesta laboral a actos de violencia doméstica 
que afectan a mujeres que están trabajando"39. Hecha esta acotación, lo que 
sí hace la Ley es reconocer sus derechos a "todas las mujeres víctimas de 
violencia de género, con independencia de su origen, religión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social"40. Desde el punto de vista 
objetivo, la violencia de género a la que pretende hacer frente la ley es la que 
comprende "todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresio-
nes a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria 
de libertad "41  
En tercer lugar, apuntar que la ley prevé un instrumento general de 
acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las 
trabajadoras que dan acceso al disfrute de los derechos laborales y de 
Seguridad Social en ella reconocidos, cual es la orden de protección a favor 
de la víctima y, excepcionalmente, el informe del Ministerio Fiscal que 
indique la existencia de indicios de que la demandante es víctima de violencia 
de género42. No obstante, en relación al papel que esa orden de protección 
juega en la constitución de la trabajadora en víctima de violencia de género, 
la doctrina ha señalado que "es un medio de prueba, y sólo eso, respecto de 
todos los derechos reconocidos en el Capítulo específicamente dedicado en 
la ley a los derechos laborales..., un mecanismo que permite simplificar el 
tratamiento de numerosos derechos y situaciones propios de la víctima de 
malos tratos, pero es la situación de malos tratos, y no la Orden, la que 
constituye a la víctima en sujeto tutelable potencialmente, si posee medios 
de probar por otras vías dicha condición"43. 
37 Cfr. art. 1.1. de la LOPVG. 
38 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit., pág. 20, quien añade que el 
tratamiento del acoso sexual y moral por razón de sexo queda remitido a las normas laborales en 
sentido estricto o a una futura ley específica que los aborde. 
39 	Ibíd. pág. 21. 
40 Véase Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. págs. 36 a 39. 
41 Cfr. Art. 1.3 de la LOPVG. 
42 Art. 23 de la LOPVG. Remisión a unos instrumentos que, si bien "en principio es coherente con 
la preeminente judicialización de la tutela brindada a las mujeres víctimas de violencia de género, 
abre un enorme abanico de problemas, por cuanto deja irrumpir en el ámbito laboral —y de Seguridad 
Social— toda la complejidad existente en una regulación «extralaboral", como es la procesal penal 
en materia de Violencia de Género, con dificultades y riesgos ya advertidos por el Informe del CGPJ" 
(Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 38). 
43 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 35-36, 38-39 y 59. 
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3.2. Los nuevos derechos laborales y las modificaciones del 
Estatuto de los Trabajadores 
El Capítulo II del Título II de la LOPVG (arts. 21 a 23) está dedicado al 
tratamiento de los derechos laborales y de Seguridad Social de la trabajadora 
víctima de violencia de género. En concreto, en relación a los derechos 
específicamente laborales, el art. 21.1 de la LOPVG le reconoce, "en los 
términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores", el derecho a la 
reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad 
geográfica, al cambio de centro de trabajo, a la suspensión de la relación 
laboral con reserva de puesto de trabajo y a la extinción del contrato de 
trabajo". Por su parte, el art. 21.4 de la LOPVG considera justificadas, cuando 
así lo determinen los servicios sociales de atención o servicios de salud, las 
ausencias o faltas de puntualidad al trabajo de la trabajadora motivadas por 
la situación física o psicológica derivada de la violencia de género. Veamos 
cómo se desarrollan y materializan estos derechos mediante su integración y 
modificación de la norma laboral correspondiente. 
3.2.1. El derecho a la reducción o reordenación del tiempo de 
trabajo 
El derecho de la trabajadora víctima de violencia de género a la reducción 
o a la reordenación de su tiempo de trabajo, en los términos previstos en el 
Estatuto de los Trabajadores, recogido en el art. 21.1 de la LOPVG, se desarrolla 
e integra en el ordenamiento jurídico vigente a través de la modificación que en 
el art. 37 del ET lleva a cabo la DA 7a. Uno de la LOPVG. Esta disposición introduce 
un nuevo apartado en el art. 37 del ET, a tenor del cual la trabajadora víctima 
de violencia de género, para hacer efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral, tendrá derecho a la reducción de la jornada con 
disminución proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, 
a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de 
otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. 
El ejercicio de tales derechos se hará en los términos establecidos en los 
convenios colectivos, en los acuerdos de empresa o conforme al acuerdo entre 
la empresa y la trabajadora afectada. En su defecto, la concreción de estos 
derechos corresponderá a la trabajadora siendo de aplicación a tales efectos las 
reglas recogidas en el apartado 6 del art. 37 del ET (deber de preaviso al 
empresario con 15 días de antelación de la fecha en que se reincorporará a su 
jornada ordinaria y resolución de las discrepancias a través del procedimiento 
del art. 138 bis de la LPL). En un primer análisis, las principales cuestiones a 
destacar y/o plantear respecto a esta nueva regulación serían las siguientes44: 
44 Un análisis más detenido en Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 45 
y ss. 
-Si el derecho a la reducción de jornada y el derecho a la reordenación del 
tiempo de trabajo son derechos alternativos o acumulativos. La disyuntiva 
"o" utilizada por el legislador parece inclinar la balanza hacia la primera 
opción; sin embargo, la finalidad perseguida con la medida, hacer efectiva la 
protección o el derecho a la asistencia social integral de la víctima, aboga por 
la segunda45. -Los derechos reconocidos aparecen condicionados a la acredi-
tación de la ordenación de la modificación pretendida a la finalidad de "hacer 
efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral", con la 
consiguiente necesidad de interpretar qué se entiende por tal46 y, particular-
mente, qué significado tiene esta exigencia en relación a los requisitos 
generales previstos en la LOPVG para la acreditación de la situación de 
víctima de violencia de género que permite el ejercicio de los correspondien-
tes derechos. -La eventual reordenación del tiempo de trabajo parece que 
debe realizarse en el marco de la organización horaria existente en la empresa 
(el precepto alude a las formas de ordenación del tiempo de trabajo que se 
utilicen en la empresa)47. -La reducción del tiempo de trabajo significará que 
el contrato se convierte en un contrato a tiempo parcial, al que deberán 
aplicarse las previsiones para el mismo establecidas en el art. 12 del ET48. -
Las fuentes reguladoras del ejercicio de estos derechos son, en idéntico 
plano, el convenio, el acuerdo de empresa o el pacto individual; sólo en 
defecto de ellos la concreción corresponderá a la decisión de la trabajadora49. 
3.2.2. El derecho a la movilidad geográfica y al cambio de centro de 
trabajo 
En la enumeración de derechos laborales que el art. 21.1 de la LOPVG 
reconoce a la trabajadora víctima de violencia de género se incluye el derecho 
a la movilidad geográfica y al cambio de centro de trabajo; derechos que, de 
conformidad con la técnica elegida por la LOPVG aparecen desarrollados e 
integrados en el ordenamiento laboral mediante la modificación que la DA 
7a.dos de la LOPVG lleva a cabo en el artículo 40 del ET, en el que introduce 
un nuevo apartado 3 bis). A tenor de este último, la trabajadora que se vea 
obligada a abandonar el puesto de trabajo en la localidad donde venía 
prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral, tendrá derecho preferente a ocupar otro puesto de 
trabajo, del mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa 
45 Aramendi Sánchez, P. : "Los aspectos laborales...", ob. cit. págs. 61-62 considera que la 
trabajadora puede modificar a la vez la jornada y el horario. 
46 Véase Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 46-47. 
47 Así, Aramendi Sánchez, P. : "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 62. 
48 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 51. 
49 Una crítica a esta opción y, especialmente a las consecuencias de la remisión al procedimiento 
del art. 13 bis de la LPL en Fernández López, Ma F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 47 y 48; 
Aramendi Sánchez, P.: "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 63. 
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tenga vacante en cualquier otro centro de trabajo; en tales supuestos, la 
empresa estará obligada a comunicar a la trabajadora las vacantes existentes 
en dicho momento o las que se pudieran producir en el futuro. Lo primero que 
llama la atención es que ese derecho a la movilidad geográfica reconocido en 
el art. 21.1 de la LOPVG, se "convierte", en su articulación normativa, en una 
mera preferencia (o quizás "derecho condicionado"50) al cambio de puesto de 
trabajo condicionada a la existencia de vacantes en otro centro de trabajo51. 
De ahí la obligación de la empresa de informar a la trabajadora de las vacantes 
existentes o que pudieran existir. Por otro lado, al igual que acontecía con el 
derecho a la reordenación del tiempo de trabajo, el cambio de localidad de 
prestación de servicios debe tener por finalidad hacer efectiva la protección 
de la trabajadora víctima de violencia de género o su derecho a la asistencia 
social integral, con lo que nos remitimos a la apuntado en el apartado 
precedente sobre esta cuestión. Desde la perspectiva jurídico-laboral, se le 
reconoce a la trabajadora víctima de violencia de género tanto el derecho a 
la movilidad geográfica propiamente dicha —la que implica cambio de lugar 
de residencia, y tanto en su variante de traslado como de simple desplaza-
miento—, como el cambio de centro de trabajo sin correlativo cambio de 
residencia. Así, lo indica el art. 21.1 de la LOPVG y así parece contemplarlo 
el nuevo apartado 3 bis) del art. 40 del ET que, pese a estar incluido en el 
precepto relativo a la movilidad geográfica en sentido estricto, en su párrafo 
3° alude expresamente al "traslado o cambio de centro de trabajo"52. En lo 
que concierne al régimen jurídico del cambio de puesto de trabajo", el nuevo 
art. 40. 3 bis) del ET establece que tendrá una duración inicial de seis meses, 
durante los cuales la empresa tendrá la obligación de reservar el puesto de 
50 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 53. 
51 Como han indicado tos primeros comentaristas de la norma, "lo que en el art. 21.1 era un 
"derecho" —en los términos previstos en el ET, ciertamente, pero "derecho"— en el ET se matiza con 
la referencia a un "derecho preferente" al traslado o al desplazamiento si existen puestos..." 
(Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 53). En el mismo sentido, Molina 
Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 36; Aramendi Sánchez, P.: "Los 
aspectos laborales...", ob. cit. pág. 65. 
52 Esta es, por lo demás, la opinión generalizada de quienes se han acercado al análisis de la ley. 
Cfr. Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 36; Aramendi Sánchez, P.: 
"Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 65. 
53 En relación a este tema se plantea un problema previo, cual es el de determinar si la 
regulación laboral de la movilidad geográfica contenida en el art. 40 del ET es aplicable sólo a la 
variante de cambio de centro de trabajo que conlleve cambio de residencia (que es el presupuesto 
de hecho del precepto estatutario), o, por el contrario resulta referible también el mero cambio de 
centro de trabajo sin cambio de residencia. La cuestión se complica al aludir expresamente el nuevo 
apartado 3 bis) del art. 40 del ET al "traslado o el cambio de centro de trabajo", lo que ha llevado 
a algunos autores (Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 36) a entender 
aplicable tales previsiones tanto a un supuesto como a otro, mientras que otros (Aramendi Sánchez, 
P.: "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 65), con buen criterio de técnica jurídica se han inclinado 
por la tesis de que sólo es aplicable la regulación normativa del art. 40 del ET (y la nueva redacción 
que a este proporciona la DA 7' de la LOPVG) al derecho al cambio de centro de trabajo con cambio 
de residencia, pero no al que no implica tal modificación. 
trabajo que ocupaba la trabajadora; terminado este período, ésta podrá 
optar entre el regreso a su antiguo puesto o la continuidad en el nuevo, en 
cuyo caso decaerá la citada reserva54. Nada más indica la nueva regulación 
sobre el ejercicio de este derecho al cambio de lugar de prestación de 
servicios, en particular si el mismo conlleva derecho a gastos de desplaza-
miento o dietas, por ejemplo. Al respecto se ha indicado que en lo no previsto 
en la LOPVG esta modalidad de movilidad geográfica se ajustará a lo 
establecido en el ET pero que, dado que en puridad no se trata de un supuesto 
ni de traslado ni de desplazamiento, sino de "movilidad geográfica atípica, 
no parece que deba el empresario abonar a la trabajadora los gastos por 
desplazamiento y respetar los permisos propios de un modelo de traslados y 
de desplazamientos diseñados en el ET en interés de la empresa"". Es esta 
una de las manifestaciones de esa descoordinación a la que conduce la técnica 
de modificación normativa elegida por la LOPVG y a la que nos referimos en 
la parte de consideraciones generales. 
3.2.3. El derecho a la suspensión del contrato con reserva de puesto 
de trabajo 
El art. 21.1 de la LOPVG consagra el derecho de la trabajadora víctima de 
violencia de género, en los términos previstos en el Estatuto de los Trabaja-
dores, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo. 
Ello se articula en la DA 7a. Tres y Cuatro de la LOPVG mediante la introducción 
de una nueva letra n) en el art. 45.1 del ET, que añade a la lista de causas de 
suspensión del contrato de trabajo, la de la decisión de la trabajadora que se 
vea obligada a abandonar su puesto de trabajo como consecuencia de ser 
víctima de violencia de género, y la incorporación de un nuevo apartado 6 en 
el art. 48 del ET, que regula la duración de esta nueva situación suspensiva, 
respectivamente. En relación a esto último, se prevé que la duración inicial 
del período de suspensión no podrá exceder de seis meses, salvo que la 
efectividad del derecho de protección de la víctima requiriese la continuidad 
de la suspensión, en cuyo caso el juez podrá prorrogar la suspensión por 
períodos de tres meses, con un máximo de dieciocho meses. No especifica el 
precepto el juez encargado de decidir acerca de la prórroga, si lo es el nuevo 
juez de violencia o el juez de lo social. La cuestión se presenta más 
complicada si se tiene en cuenta que en el inciso previo el precepto ha 
vinculado la posibilidad de la prórroga al dato de que "de las actuaciones de 
tutela judicial resultase que la efectividad del derecho de la víctima 
requiriese la continuidad de la suspensión". Así las cosas, algunos autores han 
54 Aunque, "en todo caso hay que entender que sí sigue vigente el derecho a ocupar con 
preferencia una vacante que pueda existir, en su caso, en el lugar originario de trabajo (Molina 
Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 36). 
55 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 56. 
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sostenido que el juez competente para decidir la prórroga "es el que está 
conociendo de la causa", el Juez de violencia56, mientras que para otros han 
afirmado que la decisión sobre suspender el contrato es una controversia 
estrictamente laboral por lo que el nuevo art. 48.6 del ET se estaría refiriendo 
al juez del orden social57. 
En cuanto a la reincorporación de la trabajadora con contrato suspendido, 
el art. 21.3 in fine de la LOPVG dispone que aquélla se realizará en las mismas 
condiciones existentes en el momento de la suspensión, sin mayor concreción 
acerca del plazo para hacerlo o del significado de ese mantenimiento de las 
condiciones laborales58. 
3.2.4. Las especialidades en materia de extinción del contrato 
Las modificaciones operadas por la LOPVG en relación a la extinción del 
contrato de trabajo se pueden sistematizar de la siguiente forma: 1) El art. 
21.1 de la LOPVG reconoce el derecho de la trabajadora víctima de violencia 
de género, en los términos previstos en el ET, a la extinción del contrato de 
trabajo. A tales efectos, la DA 7a.cinco de la LOPVG introduce una nueva letra 
m) en el art. 49.1 del ET a tenor de la cual el contrato de trabajo se extinguirá 
por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar definitiva-
mente su puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia de 
género. 2) Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la 
situación física o psicológica derivada de la violencia de género se conside-
rarán justificadas, según dispone el art. 21.4 de la LOPVG. En esta línea, la 
DA 7a.seis de la LOPVG modifica las previsiones del ET en la configuración de 
la causa de extinción objetiva del contrato de trabajo por excesiva morbilidad 
del trabajador contenidas en el art. 52 d) del ET, incorporando a la lista de 
faltas de asistencia que no computan en la cuantificación de aquellas que 
puedan ocasionar el despido, las motivadas por la situación física o psicológica 
derivada de violencia de género, acreditada por los servicios sociales de 
atención o servicios de salud. 3) Como garantía de indemnidad de la 
trabajadora que ejercita los derechos laborales reconocidos en la LOPVG, la 
DA 7a.siete de la LOPVG modifica la letra b) del art. 55.5 del ET para añadir 
56 Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 37; Más detenidamente, 
Fernández López, W. F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 40 y ss. quien pone de manifiesto cómo 
el derecho de suspensión regulado en el art. 21.4 de la LOPVG es, materialmente, un caso de 
suspensión del contrato de trabajo pero, también, una medida cautelar en el seno de un proceso civil 
o, en su caso, penal. 
57 Aramendi Sánchez, P.: "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 67, quien entiende que la 
referencia del precepto a las actuaciones de tutela lo que significa es que para la suspensión del 
contrato más allá de los seis meses iniciales no basta con la mera declaración de voluntad de la 
trabajadora sino que es preciso un juicio de idoneidad de la medida para el fin propuesto, idoneidad 
que la trabajadora puede acreditar fundándose en las propias actuaciones de tutela adoptadas por 
el juez de violencia. 
58 Véase Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 43. 
que también será nulo el despido de las trabajadoras víctimas de violencia de 
género por el ejercicio de los derechos de reducción o reordenación de su 
tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de centro de trabajo 
o de suspensión de la relación laboral59. 
La nueva causa de extinción del contrato de trabajo por decisión de la 
trabajadora víctima de violencia de género (art. 49.1 m) del ET) añade, a la 
general facultad del trabajador de dimitir de la relación laboral (art. 49.1 d) 
del ET), la singularidad de eliminar cualquier requisito formal —señaladamente 
el preaviso— a la hora de dar por finalizada la relación laboral60. Desde una 
perspectiva más sustancial, se ha afirmado que se trata de una denuncia 
extraordinaria del contrato de trabajo, en la que el elemento extintivo es la 
sola voluntad de la trabajadora, circunstancia que debe ser muy tenida en 
cuenta a la hora de "evaluar la licitud de posibles pactos entre la trabajadora 
y el empresario que alteren in peius las condiciones de trabajo, suavizando 
el rigor de la prohibición de renuncia de derechos del art. 3.5 del ET"61. Para 
otros, la razón de fuerza mayor que está detrás de la decisión de la 
trabajadora de abandonar definitivamente su puesto de trabajo parece 
eximirla de tener que abonar eventuales indemnizaciones por daños y 
perjuicios que pudieran derivarse del incumplimiento de ciertas obligaciones 
contractuales como pactos de permanencia o de no competencia62. 
Una de las consecuencias más directas que la situación de ser víctima de 
violencia de género puede tener sobre el desarrollo de la ejecución laboral 
es la de ocasionar frecuentes retrasos o faltas de asistencia al trabajo. Para 
tutelar a la trabajadora frente a los efectos perjudiciales que ello pudiera 
acarrearle, el art. 21.4 de la LOPVG considera justificadas, cuando así lo 
determinen los servicios sociales de atención o servicios de salud, las 
ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física 
o psicológica derivada de la violencia de género. Tal reconocimiento anula las 
posibilidades del empresario de despedir disciplinariamente a la trabajadora 
con fundamento en el art. 54.2 a) ET63. Por otra parte, en lo que afecta al 
régimen de estas ausencias, el art. 21.4 de la LOPVG sólo precisa que deben 
ser comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad, 
habiéndose indicado por la doctrina" que, al tratarse de supuestos atípicos 
de suspensión del contrato de trabajo, tales ausencias no generan derecho a 
59  Un análisis de las denominadas reglas implícitas en materia de extinción del contrato de 
trabajo derivadas de las modificaciones introducidas por la LOPVG en Fernández López, Ma.F.: La 
dimensión laboral..., ob. cit. págs. 66 y ss. 
60  Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 59; Molina Navarrete, C. "Las 
dimensiones socio-laboral...", ob. cit. pág. 37. 
61 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 59-60. 
62 Aramendi Sánchez, P.: "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 68. 
63  Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 60; Aramendi Sánchez, P.: "Los 
aspectos laborales...", ob. cit. pág. 69. 
64 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 37. 
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retribución. En clara correspondencia con la previsión del art. 21 .4 de la 
LOPVG se sitúa la mencionada modificación que la DA 7a.seis de la LOPVG 
realiza en el art. 52 d) del ET respecto a las faltas de asistencia computables 
a efectos de posibilitar el despido de la trabajadora por absentismo laboral. 
En ellas no se tendrán en cuenta las motivadas por la situación física 
psicológica derivada de la violencia de género, acreditada por los servicios 
sociales de atención o servicios de salud, según proceda. El nuevo precepto 
plantea, otra vez, el citado problema del valor de las declaraciones de los 
servicios de atención o de salud ya mencionado y, sobre todo, recoge unos 
requisitos que presuponen que la víctima ha reaccionado ante las autoridades 
denunciando su situación, lo que excluye del beneficio las ausencias produ-
cidas en fases iniciales de situaciones de violencia de género aún no tuteladas 
públicamente, así como las faltas que, pese a tener conexión con estas 
circunstancias de violencia, no están motivadas directamente por la situación 
física o psicológica de la trabajadora65. 
El ejercicio por la trabajadora víctima de violencia de género de los 
derechos laborales que le reconoce la LOPVG goza de especial protección 
frente a una hipotética reacción en contra del empresario. La DA 7a.siete de 
la LOPVG modifica la letra b) del art. 55.5 del ET, para adicionar a la 
enumeración de supuestos de nulidad del despido justamente el que se 
produce en tales circunstancias. La medida se liga a la puesta en práctica por 
la trabajadora víctima de violencia de género de alguno de sus derechos a la 
reordenación del tiempo de trabajo, a la suspensión de su relación laboral o 
a la movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo, lo que excluye del 
nuevo supuesto el despido de la trabajadora que, pese a ser víctima de 
violencia de género, no ha ejercitado ninguno de tales derechos; desde otra 
perspectiva, la declaración de nulidad se recoge en un precepto destinado a 
la regulación del despido disciplinario lo que plantearía el problema de su 
eventual extensión a otros tipos de despidos. En relación a la primera cuestión 
habría que señalar que la protección de la trabajadora en esos casos no 
vendría de la mano del nuevo añadido al art. 55.5 b) del ET, sino que derivaría 
de la cláusula general del art. 55.5 del ET que considera nulo el despido que 
tenga por móvil alguna de las causas de discriminación prohibidas en la 
Constitución66. De esta forma, se ha resaltado67 cómo la mujer víctima de 
violencia de género se encuentra en una posición más débil que la mujer 
embarazada, pues ésta, sea conocida su situación o no por el empresario, está 
tutelada por el art. 55.5 del ET en el sentido de que su despido si no está 
justificado será nulo, mientras que la trabajadora víctima de violencia de 
género tendrá que aportar en el proceso en el que reivindique discriminación 
65 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 61-62. 
66 Aramendi Sánchez, P. : "Los aspectos laborales...", ob. cit. pág. 70. 
67 Aramendi Sánchez, P. : "Los aspectos laborales...", ob. cit. págs. 70-71. 
un indicio racional de que el empresario conocía su situación y de que es ésta 
el verdadero motivo de su despido. Respecto a la ubicación sistemática del 
nuevo supuesto de nulidad y su conexión con otras formas de extinción del 
contrato por voluntad del empresario, se ha afirmado que la "conclusión más 
correcta es entender que la regla del art. 55.5 ET, reformado, se extiende a 
todos los supuestos de despidos, en todas sus formas, porque concreta para 
los casos de violencia doméstica los supuestos en que ha de entenderse que 
un despido se funda en ella y es por tanto discriminatorio"68 
3.3. Previsiones en relación al empleo y la inserción profesional 
Aunque sea a título meramente informativo°, hay que apuntar que el art. 
21 .3 de la LOPVG establece que las empresas que formalicen contratos de 
interinidad para sustituir a trabajadoras víctimas de violencia de género que 
hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercido su derecho a la movilidad 
geográfica o al cambio de centro de trabajo, tendrá derecho a una bonifica-
ción del 100 por 100 de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por 
contingencias comunes, durante todo el período de duración de la suspensión 
del contrato o durante seis meses en los casos de movilidad geográfica o 
cambio de centro de trabajo. A su vez, en el art. 22 de la LOPVG se prevé la 
inclusión, en el marco del Plan de Empleo del Reino de España, de un 
programa de acción específico para las víctimas de violencia de género 
inscritas como demandante de empleo; programa que incluirá medidas para 
favorecer una nueva actividad por cuenta propia. Y, finalmente, la DA 16a de 
la LOPVG señala que en el desarrollo de la Ley 56/2003, de Empleo, se tendrá 
en cuenta la necesaria coordinación de los Servicios Públicos de Empleo, para 
facilitar el acceso al mercado de trabajo de las víctimas de violencia de 
género que se hayan visto obligadas a cambiar de domicilio a otra Comunidad 
Autónoma. 
3.4. El complemento tutelar relativo a la protección social 
Las medidas laborales incorporadas por la LOPVG se acompañan de 
previsiones adicionales en materia de protección social, dirigidas, básica-
mente, a complementar las garantías a favor de la trabajadora víctima de 
violencia y a que el ejercicio de los derechos laborales que se les reconocen 
no la coloque en una situación de desprotección económica justamente 
cuando más lo necesita. De ahí que las modificaciones se centren principal-
mente, amén de las ya comentadas previsiones relativas a las bonificaciones 
68 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 65 y la interesante argumenta-
ción en págs. 62 y ss. 
69 Más detenidamente, Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 81 y ss.; 
Molina Navarrete, C. "Las dimensiones socio-laboral...", ob. cit. págs. 41-42. 
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en los contratos de interinidad que se celebren para sustituir a trabajadoras 
víctimas de violencia de género y de las concernientes a pensiones de 
orfandad y viudedad que después veremos, en la prestación por desempleo, 
estableciendo el art. 21.2 de la LOPVG que, en los términos previstos en la 
LGSS, la suspensión y la extinción del contrato de trabajo derivada de la 
situación de víctima de violencia de género de la trabajadora darán lugar a 
la situación legal de desempleo, considerándose el tiempo de suspensión 
como período de cotización efectiva a efectos de las prestaciones de 
Seguridad Social y de desempleo. Con idéntica técnica a la seguida respecto 
a los derechos laborales, las medidas de protección social contempladas en 
el art. 21.2 de la LOPVG se articulan mediante la introducción de determina-
das modificaciones en la LGSS, tarea a la que se dedica la DA 8a de la LOPVG. 
Esta DA 8a, en su punto uno, añade un apartado 5 en el art. 124 de la LGSS que, 
reproduciendo lo fijado en el art. 21.2 de la LOPVG, señala que el período de 
suspensión con reserva de puesto de trabajo derivado de la decisión de la 
trabajadora que se vea obligada a abandonar su puesto por ser víctima de 
violencia de género, tendrá la consideración de período de cotización 
efectiva a efectos de las prestaciones de la Seguridad Social por jubilación, 
incapacidad permanente, muerte o supervivencia, maternidad y desempleo. 
Como ha indicado la doctrina70, se trata de un principio de eficacia importan-
te, pero no absoluta, pues sólo se refiere al período de suspensión establecido 
en el nuevo art. 48.6 del ET —es decir, el que inicialmente decidido por la 
trabajadora puede llegar a tener, si el juez resuelve su prórroga una duración 
máxima de 18 meses— y la consideración como período de cotización a efectos 
de generación de la correspondiente prestación no alcanza a determinadas 
prestaciones como la de incapacidad temporal y riesgo durante el embarazo. 
Respecto al desempleo, prestación a la que se destina el grueso de las 
modificaciones realizadas por la LOPVG en materia de Seguridad Social como 
ya apuntábamos, la consideración como situación legal de desempleo de la 
suspensión y extinción del contrato de trabajo en los casos de trabajadora 
víctima de violencia de género prevista en el art. 21.2 de la LOPVG se 
materializa mediante la introducción de los siguientes cambios en la LGSS: —
la DA 8a.dos de la LOPVG introduce meras adaptaciones técnicas en el art. 
208.1.1.e) y 1.2 de la LGSS para incorporar a la lista de situaciones legales de 
desempleo los supuestos de extinción del contrato del nuevo art. 49.1 m) del 
ET —por voluntad de la trabajadora que se vea obligada a abandonar 
definitivamente su puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de 
violencia de género— y de suspensión de la relación laboral del art. 45.1 n) 
del ET —por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar su  
puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia de género—. 
A tales efectos, la DA 8a.cinco de la LOPVG añade una nueva disposición 
adicional a la LGSS (DA 420 de la LGSS), a tenor de la cual estas nuevas 
situaciones legales de desempleo se acreditarán por comunicación escrita del 
empresario sobre la extinción o suspensión temporal de la relación laboral, 
junto con la orden de protección o, en su defecto, el informe del Ministerio 
Fiscal que indique la existencia de indicios sobre la condición de víctima de 
violencia de género. —Mayor relevancia tienen las alteraciones que la DA 
8a.tres realiza en el apartado 2 del art. 210 de la LGSS relativo a la duración 
de la prestación por desempleo y a la determinación del período de ocupación 
cotizado a tales efectos. De conformidad con la nueva redacción dada al 
precepto, las cotizaciones tenidas en cuenta para el reconocimiento del 
derecho a la prestación por desempleo en los supuestos de suspensión del 
contrato de trabajo de la trabajadora víctima de violencia de género podrán 
volver a ser computadas para el reconocimiento de derechos posteriores, al 
tiempo que, como excepción a la regla general sobre el particular, las 
cotizaciones efectuadas durante el tiempo de abono de la prestación derivada 
de este supuesto de suspensión contractual podrán ser computadas para tener 
derecho a nuevas prestaciones. —Finalmente, en relación al compromiso de 
actividad que los solicitantes y beneficiarios de las prestaciones por desem-
pleo deben suscribir, la DA 8a.cuatro de la LOPVG adiciona un nuevo párrafo 
al apartado 2 del art. 231 de la LGSS destinado a atemperar, en caso 
necesario, las obligaciones que se deriven del mencionado compromiso 
respecto a las trabajadoras víctimas de violencia de género. El Servicio 
Público de Empleo competente será el que asuma tal función, solventándose 
las eventuales discrepancias que respecto a estos extremos pudieran produ-
cirse entre la trabajadora y el Servicio Público en el correspondiente proceso 
ante los Juzgados de lo Social71. 
Junto a estas previsiones concernientes fundamentalmente a cuestiones 
ligadas al desempleo, la LOPVG recoge en su DA la LOPVG algunas indicacio-
nes-prevenciones en relación a los eventuales beneficiarios de prestaciones 
por muerte y supervivencia derivadas de situaciones de violencia de género. 
Así, la DA 1a.1 de la LOPVG dispone que quien fuera condenado, por sentencia 
firme, por un delito doloso de homicidio o de lesiones, cuando la ofendida 
fuera su cónyuge o excónyuge, perderá la condición de beneficiario de la 
pensión de viudedad que le corresponda dentro del sistema público de 
pensiones causada por la víctima, salvo que, en su caso, medie reconciliación 
entre ellos. Lógicamente esta última salvedad parece referida al supuesto de 
que el beneficiario fue en el pasado condenado por un delito de lesiones y con 
posterioridad se produjo la reconciliación, a la que siguió la muerte por 
circunstancias diversas de la trabajadora. Con similar filosofía, la DA 10.2 de 
70 Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 70-71, quien manifiesta su 
sorpresa porque no se declare este período como asimilado al alta a efectos de las prestaciones 
correspondiente como sí se hace, por el contrario, respecto a las trabajadoras por cuenta propia en 
el art. 21.5 de la LOPVG. 71  Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. pág. 75. 
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la LOPVG señala que quien fuera condenado, por sentencia firme, por un 
delito doloso de homicidio o de lesiones, cuando la ofendida fuera su cónyuge 
o excónyuge, o estuviera o hubiera estado ligado a él por una análoga relación 
de afectividad, no le será abonable la pensión de orfandad de la que pudieran 
ser beneficiarios sus hijos dentro del sistema público de pensiones, salvo que, 
en su caso, medie reconciliación entre aquellos. 
Por último hay que indicar que si bien hemos ceñido nuestro análisis de la 
LOPVG al ámbito de la trabajadora por cuenta ajena, no obstante, apuntar 
siquiera que en materia de Seguridad Social la Ley recoge algunas considera-
ciones respecto a las trabajadoras autónomas, en concreto el art. 21.5 de la 
LOPVG señala que a las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia 
de género que cesen en su actividad para hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral, se les suspenderá la obligación de 
cotizar durante seis meses; período que será considerado como de cotización 
efectiva y su situación como asimilada al alta. A tales efectos se tomará una 
base de cotización equivalente al promedio de las bases cotizadas durante los 
seis meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar72. 
4. LA PROSECUCIÓN EN EL CAMINO HACIA LA IGUALDAD REAL DE 
LOS DISCAPACITADOS 
Siguiendo la línea abierta en el año 200373 de cara a la consecución de la 
plena integración de las personas con discapacidad en el mercado de trabajo, 
durante 2004 han aparecido algunas disposiciones normativas, que, en el 
contexto del nuevo marco jurídico derivado de la promulgación y transposi-
ción al ordenamiento español de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 
de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para 
la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, y, en cumplimiento de los 
compromisos contraídos por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales en el 
Acuerdo con el Comité Español de Representantes de Minusválidos (CERMI) de 
3 de diciembre de 2002, sobre medidas para mejorar las oportunidades de 
empleo de las personas con discapacidad —que constituye el II Plan de Empleo 
MTAS-CERMI 2002-2004—, y por el Gobierno con la aprobación del II Plan de 
Acción para las Personas con discapacidad (2003-2007), tienden a la conse-
cución de la igualdad de oportunidades, la no discriminación y el fomento del 
72  Sobre el particular, véase Fernández López, Ma.F.: La dimensión laboral..., ob. cit. págs. 76- 
77. 
73 Un estudio de las diferentes normas aparecidas en 2003 sobre esta temática en, Castiñeira 
Fernández, J.: "El Derecho del Trabajo y la Seguridad Social en el año 2003. Una aproximación", 
Crónica Jurídica Hispalense n° 2, 2004,", págs. 429 y ss; García Valverde, M.D. y González de Patto, 
R.M.: "Discapacidad y trabajo. Un balance tras el año europeo de las personas con discapacidad", TL 
n° 75, 2004, pág. 59 y ss. En general sobre la situación de las personan con discapacidad en España, 
Vid. Informe CES 4/2003, de 17 de diciembre, Colección Informes, CES, Madrid, 2004. 
empleo de los discapacitados. En concreto son los RRDD 170/2004, de 30 de 
enero; 290/2004, de 20 de febrero; 364/2004, de 5 de marzo; 1865/2004, de 
6 de septiembre; y 2271/2004, de 3 de diciembre. Dado que el RD 364/2004 
será objeto de análisis en el apartado dedicado a las modificaciones en 
materia de Seguridad Social, ahora nos vamos a referir únicamente al resto 
de normas citadas. 
El RD 170/2004, tras reconocer que la efectividad del derecho al trabajo 
(art. 35 CE) presenta mayores dificultades para las personas con discapacidad, 
establece una serie de medidas de acción positiva en favor de este colectivo. 
El cauce formal de la incorporación al ordenamiento de tales reglas es el de 
la modificación de determinados preceptos del RD 1451/1983, de 11 de mayo, 
que regula el empleo selectivo y las medidas de fomento del empleo de los 
trabajadores minusválidos; así, se modifican tres artículos de esta norma 
reglamentaria —7, 8 y 12—, se añade una nueva disposición adicional —DA 
2a74— y se deroga la disposición transitoria única del RD 4/1999, de 8 de enero, 
por el que se modifica el artículo 7 del RD 1451/1983. En relación a los cambios 
operados en el art. 7 RD 1451/1983, la principal novedad es el incremento de 
los porcentajes de las bonificaciones en las cuotas empresariales de la 
Seguridad Social en supuestos de contratación por tiempo indefinido y a 
jornada completa de mujeres minusválidas —entre el 90 y el 100% en función 
de que la edad de la trabajadora sea menor o igual o mayor de 45 años— frente 
a los aplicables en caso de que la relación laboral se establezca con un varón 
—entre el 70 y el 90% en atención a idénticos parámetros de edad—; el doble 
hándicap en el acceso al empleo que tienen las mujeres discapacitadas, el 
propio de ser mujer y el que va unido a la condición de discapacitado, 
justifica, en palabras de la Exposición de Motivos de la norma, la diferencia-
ción. Por otro lado, se extienden los beneficios previstos para la contratación 
indefinida a tiempo completo a los casos en que aquélla lo sea a tiempo 
parcial; en dichas ocasiones se mantienen las bonificaciones mencionadas en 
las cuotas, si bien la subvención general de 3.907 euros se reducirá propor-
cionalmente a la jornada pactada. 
En cuanto a la nueva redacción del art. 8 RD 1451/1983, amén de algunas 
modificaciones meramente gramaticales y otras derivadas de cambios orgá-
nicos y competenciales —como la sustitución del INEM para los diversos 
Servicios Públicos de Empleo—, sus alteraciones más llamativas son la 
supresión, en relación a los requisitos exigidos para disfrutar de las ayudas y 
subvenciones previstas en el RD citado, del porcentaje máximo de la plantilla 
que podía ser cubierto por trabajadores minusválidos en los casos de 
empresas de nueva creación —el 51%—, así como la simplificación de la 
tramitación administrativa de tales ayudas, pues desaparece la necesidad de 
74 La actual DA del RD 1451/1983 pasa a denominarse DA la y se añade una DA 2a (artículo 
único.cuatro RD 170/2004). 
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acompañar proyecto y memoria de la empresa que se va a crear en los que 
conste las características del proceso productivo y la plantilla de la empresa 
y la necesidad de que el Servicio público de empleo competente solicite 
informe a la autoridad laboral correspondiente sobre la viabilidad económica 
y técnica del proyecto. 
De especial trascendencia resulta la modificación llevada a cabo en el art. 
12 RD 1451/19883, en virtud de la cual se amplía el ámbito material de las 
subvenciones que pueden solicitar al Servicio Público de Empleo Estatal —
antes al INEM— las empresas que contraten trabajadores minusválidos. Si con 
anterioridad al RD 170/2004, tales ayudas estaban destinadas sólo a la 
adaptación de puestos de trabajo al objeto de evitar accidentes de trabajo, 
ahora extienden también su finalidad a la eliminación de barreras u obstácu-
los que impidan o dificulten el trabajo de los trabajadores minusválidos. Por 
otra parte, con mejor técnica normativa, se especifica en la redacción del 
mencionado art. 12 RD 1451/1983 que estas subvenciones dirigidas a la 
adaptación de puestos de trabajo se disfrutarán en caso de celebración de 
contratos indefinidos75, si bien, se añade una nueva DA —la DA 2a- que 
extiende la aplicación de lo previsto en el citado art. 12 a determinados 
supuestos de contratación temporal de trabajadores minusválidos como son 
el contrato de fomento del empleo del art. 44.2.1 Ley 42/1994, o, siempre 
que su duración sea igual o superior a 12 meses, contratos en prácticas o para 
la formación de los previstos en el art. 11 ET, o contratos de duración 
determinada al amparo del art. 15 ET. 
La Disposición Derogatoria Única del RD 170/2004 recoge la derogación 
expresa de una norma de singular importancia en el régimen legal de las 
ayudas y subvenciones a la contratación de trabajadores minusválidos; nos 
referimos a la Disposición Transitoria Única del RD 4/1999, de 8 de enerom, 
según la cual "hasta que la Comisión Europea dé su autorización al régimen 
de subvenciones a las empresas contempladas en el presente Real Decreto, 
sólo se concederán ayudas sometidas a las condiciones de mínimis". Ello 
significaba aplicar a tales ayudas lo establecido en el Reglamento (CE) 69/ 
2001, de la Comisión, de 12 de enero de 2001, relativo a la aplicación de los 
artículos 87 y 88 del Tratado CE a las ayudas de mínimis77, y, en consecuencia, 
limitar el importe máximo de las subvenciones concedidas a las empresas 
como medida de fomento del empleo de trabajadores minusválidos a 100.000 
75  La indeterminación del precepto había sido objeto de interpretación rigurosa por parte de las 
Administraciones competentes, que limitaban la concesión de las ayudas a la celebración de contratos 
indefinidos; opción a la que se oponía el CERMI, alegando que el art. 12 RD 1451/983 no expresaba 
literalmente modalidad de contratación laboral alguna. 
76  RD 4/1999, de 8 de enero, por el que se modifica el artículo 7 del Real Decreto 1451/1983, 
de 11 de mayo, por el que, en cumplimiento de lo previsto en la Ley 13/1982, de 7 de abril, se regula 
el empleo selectivo y las medidas de fomento del empleo de los trabajadores minusválidos (BOE de 
26 de enero de 1999). 
77 DOCE L 10, de 13 de enero. 
euros en un período de tres años78. La previsión había sido objeto de repetidas 
críticas por parte del CERMI que, con apoyo en la jurisprudencia del TJCE, 
consideraba que medidas de carácter general, como las recogidas en el RD 
1451/1983, no eran ayudas de Estado y, por ende, no les eran aplicables las 
normas de "mínimis". La derogación de la citada DT Única del RD 4/1999, 
confirma este criterio y libera la concesión de ayudas a favor de la contrata-
ción de trabajadores minusválidos de la sujeción a las condiciones "de 
mínimis". 
Como continuación de las reformas introducidas por la Ley 53/2003, de 10 
de diciembre, sobre empleo público de discapacitados79 que, recordemos, 
modificó la DA 19a de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, elevando del 3 al 5% el 
cupo de reserva de plazas a favor de las personas con discapacidad en las 
ofertas de empleo público de cada año, el RD 2271/2004, de 3 de diciembre, 
por el que se regula el acceso al empleo público y la provisión de puestos de 
trabajo de las personas con discapacidad, recoge prescripciones adicionales 
en la reglamentación de la mencionada reserva. Si bien, como con acierto se 
ha indicado, los bajos índices de personas con discapacidad que trabajan en 
nuestro país son debidos más a la falta de cumplimiento de la legislación sobre 
el particular que a su insuficiencia80, un adecuado desarrollo normativo del 
régimen de las medidas y acciones previstos al objeto de favorecer su acceso 
al empleo siempre resulta positivo. En esta línea, el RD 2271/2004 pretende 
compatibilizar el fomento de acciones positivas que favorezcan la igualdad de 
oportunidades de las personas con discapacidad con el necesario respeto al 
principio de igualdad de condiciones que debe regir el acceso al empleo 
público. Se trata, por tanto, de una norma cuyo ámbito de aplicación queda 
circunscrito a los procedimientos de acceso al empleo en la Administración 
Pública81 de las personas con discapacidad, entendida ésta en los términos 
fijados por el artículo 1.2 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad 
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad, es decir, aquellas a quienes se les haya reconocido un grado 
de minusvalía igual o superior al 33 por ciento82. En relación a las principales 
medidas previstas en la norma estudiada, éstas se pueden sistematizar de la 
siguiente forma: 1) Se permite que las plazas reservadas a las personas con 
78 Art. 2.2 Reglamento (CE) 69/2001. 
79 BOE de 11 de diciembre de 2003. 
80 García Valverde, Ma.D. y González de Pato, R.M.: "Discapacidad y trabajo. Un balance...", ob. 
cit. pág. 91, donde precisamente se pone como ejemplo paradigmático de incumplimiento el relativo 
a las cuotas de reserva de empleo a favor de los discapacitados. 
81  En concreto el art. 1.2 RD 2271/2004 señala que el mismo "será de aplicación a los 
procedimientos de acceso al empleo público y provisión de puestos de trabajo del personal a que se 
refiere el art. 1.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función 
Pública"; es decir, al personal de la Administración Civil del Estado y sus Organismos Autónomos, al 
personal civil al servicio de la Administración Militar y sus Organismo Autónomos y al personal 
funcionario de la Administración de la Seguridad Social. 
82 Art. 1 RD 2271/2004. 
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discapacidad se incluyan dentro de las convocatorias de plazas de ingreso 
ordinario o bien se convoquen en un turno independiente83; 2) Las convoca-
torias de pruebas selectivas para acceso por promoción interna a la Adminis-
tración General del Estado deberán incluir la reserva de un cupo no inferior 
al 5 por ciento de las vacantes para su cobertura por personas con discapacidad84; 
3) La obligación de reserva se extiende también a las convocatorias de 
selección de personal temporal que incluyan fase de oposición y en las que se 
convoquen 20 plazas o más en un mismo ámbito de aplicación85; 4) En las 
pruebas selectivas se establecerán para las personas con discapacidad las 
adaptaciones y ajustes razonables de tiempo y medios al objeto de asegurar 
su participación en condiciones de igualdad86; 5) Las personas con discapacidad 
podrán solicitar la alteración del orden de prelación para la elección de plazas 
por motivos de dependencia personal, dificultades de desplazamiento u otras 
análogas debidamente acreditadas87; 6) En las solicitudes de adjudicación de 
destino, los empleados públicos con discapacidad podrán pedir la adaptación 
del puesto de trabajo correspondiente88; 7) Entre los criterios de valoración 
para la participación en cursos de formación de empleados públicos se incluirá 
el de estar afectado por una discapacidad cuyo grado de minusvalía sea igual 
o superior al 33 por ciento. Igualmente se prevé la posibilidad de realizar 
cursos de formación destinados únicamente a personas con discapacidad89. 
Desde una perspectiva distinta, encaminada igualmente al empleo de las 
personas con discapacidad pero ahora en la vertiente del trabajo para la 
empresa pública y privada, el RD 290/2004 regula los denominados enclaves 
laborales como medida de fomento del empleo de este colectivo. En esta 
ocasión, la finalidad de la norma es doble, al tiempo que se dirige a promover 
el acceso al mercado ordinario de trabajo de las personas que por el grado de 
su discapacidad presentan especiales dificultades de ingreso, facilita el 
cumplimiento por las empresas de la obligación de reserva de contratación 
recogida en el art. 38.1 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social 
de los Minusválidos90. A estos últimos efectos, el RD 290/2004 añade un nuevo 
párrafo al art. 2.1 del RD 27/2000, de 14 de enero91, para incluir la 
83 Art. 2 RD 2271/2004. 
84 Art. 5 RD 2271/2004. 
85 Art. 6 RD 2271/2004. 
86 Art. 8 RD 2271/2004. 
87 Art. 9 RD 2271/2004. 
88  Art. 10 RD 2271/2004. 
89 Art. 11 RD 2271/2004. 
90  El art. art. 38.1 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos (BOE 
de 30 de abril de 1982) establece que "las empresas públicas y privadas que empleen a un número 
de 50 o más trabajadores vendrán obligadas a que de entre ellos, al menos, el 2% sean trabajadores 
minusválidos". 
91 Real Decreto 27/2000, de 14 de enero, por el que se establecen medidas alternativas de 
carácter excepcional al cumplimiento de la cuota de reserva del 2 por 100 a favor de trabajadores 
discapacitados en empresas de 50 o más trabajadores (BOE de 26 de enero de 2000). 
constitución de un enclave laboral entre las medidas alternativas que las 
empresas podrán aplicar en orden al cumplimiento de la obligación de reserva 
a favor de los discapacitados92. El enclave laboral se define como el contrato 
entre una empresa del mercado ordinario de trabajo (empresa colaboradora) 
y un centro especial de empleo para la realización de obras o servicios que 
guarden relación directa con la actividad normal de aquélla y para cuya 
realización un grupo de trabajadores con discapacidad del centro especial de 
empleo se desplaza temporalmente al centro de trabajo de la empresa 
colaboradora93. El objetivo del enclave es favorecer el tránsito de los 
discapacitados, y, en particular, de aquellos que por sus características 
individuales presentan especiales dificultades de acceso", desde el empleo 
en los centros especiales al empleo en empresas del mercado ordinario de 
trabajo. Por ello, el 60%, como mínimo, de los trabajadores del enclave —que 
habrá de estar formado al menos por cinco trabajadores si la plantilla de la 
empresa colaboradora es de 50 trabajadores, o al menos por tres si dicha 
plantilla fuera inferior95—deberá pertenecer a ese colectivo de discapacitados 
con especiales dificultades de acceso al mercado ordinario de trabajo96. La 
norma parece configurar el enclave como una figura a medio camino entre la 
contrata de obras y servicios y la cesión de trabajadores propia de las 
empresas de trabajo temporal, pese a que sólo se declara expresamente la 
identificación con la primera a través de la remisión a la aplicación de su 
régimen jurídico. Así, el art. 1 RD 290/20404 precisa, de forma general, que 
a los enclaves laborales les será de aplicación lo establecido en los art. 42 ET 
(subcontratación de obras y servicios) y 104.1 y 127.1 LGSS; el art. 8 RD 290/ 
2004 señala que el centro especial de empleo y la empresa colaboradora 
responderán de sus obligaciones laborales y de Seguridad Social según lo 
prescrito en los artículos 42 ET y 104.1 y 127.1 LGSS (supuestos especiales de 
responsabilidad en materia de cotización y prestaciones en caso de contra-
tas); el art. 9 RD 290/2004 indica que ambas deberán cooperar en la aplicación 
92 La DA 2a RD 290/2004 especifica que en el supuesto de que la empresa opte por la aplicación 
de los enclaves laborales como medida alternativa a la reserva, el importe del contrato entre el centro 
especial de empleo y la empresa colaboradora deberá ser, como mínimo, el previsto en el art. 2.2 
párrafo primero RD 27/2000, es decir, "al menos, 3 veces el salario mínimo interprofesional anual por 
cada trabajador minusválido dejado de contratar por debajo de la cuota del 2 por ciento". Y la DA 
3a RD 290/2004 anuncia que, en el plazo de seis meses, se procederá a la modificación del RD 27/2000 
al objeto de simplificar y agilizar los procedimientos en él regulados. 
93 Art. 1.2 RD 290/2004. El art. 5 RD 290/2004 regula el contenido mínimo del contrato entre 
la empresa colaboradora y el centro especial de empleo y la duración y requisitos del enclave. 
94 De acuerdo con el art. 6.2 RD 290/2004, se consideran trabajadores con discapacidad que 
presentan especiales dificultades para el acceso al mercado ordinario de trabajo, las personas con 
parálisis cerebral, enfermedad mental o discapacidad intelectual con un grado de minusvalía igual o 
superior al 33 por cien; las personas con discapacidad física o sensorial con un grado de minusvalía 
igual o superior al 65 por cien; y las mujeres con discapacidad no incluidas en los apartados anteriores 
con un grado de minusvalía igual o superior al 33 por cien. 
95 Art. 5.3 RD 290/2004. 
96 Art. 6.1 RD 290/2004. 
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de la normativa de prevención de riesgos laborales en relación a los 
trabajadores que formen el enclave en los términos previstos en el art. 24 y 
25 LPRL —precepto el primero que, como se sabe, regula las obligaciones de 
los empresarios cuyos trabajadores presten servicios en el mismo centro de 
trabajo97—; y el art. 10.2 RD 290/2004 dispone que la empresa colaboradora 
y el centro especial de empleo, en su condición de empresa principal y 
empresa contratista, respectivamente, deberán cumplir las obligaciones de 
información a los trabajadores y sus representantes establecidas en el art. 42 
ET. Sin embargo, aunque la remisión normativa lo sea sólo al régimen jurídico 
de la descentralización productiva, el RD contiene previsiones explícitas que 
recuerdan mucho el mecanismo intermediador de las E-n- y quizás, más 
específicamente, el típico de las antiguas Sociedades Estatales de Estiba y 
Desestiba —hoy en tránsito hacia las agrupaciones portuarias de interés 
económico98—, pues, recuérdese, entre otros, el propósito del enclave es el 
de facilitar el tránsito del discapacitado desde el empleo protegido al empleo 
en el mercado ordinario de trabajo, permitiendo a las empresas conocer las 
capacidades reales de estos trabajadores y a ellos complementar su experien-
cia profesional; sólo desde esta perspectiva se explican declaraciones como 
la de que la dirección y organización del trabajo en el enclave corresponde 
al centro especial de empleo, con el que el trabajador con discapacidad 
mantendrá plenamente su relación laboral de carácter especial (art. 1.3 RD 
290/2004), que será nula la cláusula del contrato entre el centro especial de 
empleo y la empresa colaboradora que prohíba la contratación por ésta del 
trabajador con discapacidad que esté prestando servicios en el enclave (art. 
5.4 RD 290/2004), que para la dirección y organización del trabajo del enclave 
el centro especial de empleo contará en el enclave con encargados respon-
sables del equipo de producción (art. 8.2 RD 290/2004), que la facultad 
disciplinaria corresponde al centro especial de empleo (art. 8.3 RD 290/ 
2004), que una vez finalizado el contrato entre la empresa colaboradora y el 
centro especial de empleo los trabajadores seguirán manteniendo su relación 
laboral con el centro especial de empleo (art. 8.5 RD 290/2004), o que, en el 
supuesto de que el trabajador discapacitado sea contratado por la empresa 
colaboradora pasará a la situación de excedencia voluntaria en el centro 
especial de empleo (art. 11.3 RD 290/2004). 
Al objeto de favorecer la contratación por la empresa colaboradora de los 
trabajadores del enclave, el Capítulo III RD 290/2004 prevé diversos incenti-
vos para los supuestos de contratación indefinida de trabajadores 
97 Por su parte, el art. 25 LPRL alude a la protección de los trabajadores especialmente sensibles 
a determinados riesgos. 
98 Cfr. DA 6a de la Ley 48/2003, de 26 de noviembre de régimen económico y de prestación de 
servicios en los puertos de interés general (BOE de 27 de noviembre de 2003) y RD-L 3/200, de 18 de 
febrero, por el que se adoptan medidas en relación con la prestación de servicios portuarios básicos 
y se amplía el plazo para la transformación de las Sociedades Estatales de Estiba y Desestiba en 
agrupaciones portuarias de interés económico (BOE de 9 de febrero de 2005). 
discapacitados. Las ayudas son diferentes en función de que el trabajador con 
discapacidad contratado pertenezca o no al colectivo de los trabajadores con 
especiales dificultades de acceso al mercado ordinario de trabajo definidos 
en el propio RD. En el primer caso, la norma reglamentaria dispone el disfrute 
por la empresa de subvenciones y bonificaciones si la contratación se realiza 
sin solución de continuidad y transcurrido, al menos, un plazo de tres meses 
desde el inicio del enclave o desde la incorporación del trabajador si ésta fuera 
posterior al inicio del enclave (art. 12 RD 290/2004). En el supuesto de que el 
trabajador con discapacidad del enclave que se incorpora con carácter indefi-
nido a la empresa colaboradora no tuviera especiales dificultades de acceso al 
mercado ordinario, las ayudas a las que tendría derecho la empresa serían las 
recogidas en el RD 1451/1983, de 11 de mayo (art. 13 RD 2890/2004). 
Y, para no olvidar la tendencia de las normas laborales, especialmente las 
relativas a Seguridad Social, de proceder a cambios normativos de forma 
sorpresiva por la vía de su inclusión en disposiciones cuyo contenido sólo 
tangencialmente tienen conexión con la norma modificada, la DF 3a RD 290/ 
2004, modifica el RD 1971/1999, de 23 de noviembre, incorporando al mismo 
una DA Única a tenor de la cual, entre otras previsiones, en los certificados 
y resoluciones de reconocimiento del grado de minusvalía se hará constar, 
como mención complementaria, el tipo de minusvalía en las categorías de 
psíquica, física o sensorial. 
Finalmente, el RD 1865/2004, en cumplimiento de la DF 2' de la Ley 51/ 
2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad que ordena al 
Gobierno, en un plazo de seis meses, modificar la normativa reguladora del 
Consejo Estatal de Personas con Discapacidad, regula el denominado Consejo 
Nacional de la Discapacidad, con el objetivo, según indica su Exposición de 
Motivos, de actualizar su estructura y composición, agilizar su funcionamien-
to, reforzar su representatividad, otorgarle una mayor autonomía institucional 
y garantizar la eficacia de sus actuaciones. 
5. OTRAS MODIFICACIONES LABORALES 
5.1. La prevención de riesgos laborales en supuestos de concu-
rrencia de actividades empresariales en un mismo centro de 
trabajo 
La Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco normativo de 
la prevención de riesgos laborales99, entre otras modificacioneslw, añade un 
99 BOE de 13 de diciembre de 2003. 
100 Sobre el alcance y valoración de esta Ley, Vid. Castiñeira Fernández, J.: "El Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social en el año 2003...", ob.cit. págs. 434 y ss. 
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apartado 6 al artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, a cuyo tenor, las obligaciones previstas en dicho 
artículo serían desarrolladas reglamentariamente; el RD 171/2004, de 30 de 
enero, por el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en materia de coordinación 
de actividades empresariales, viene a dar cumplimiento al mencionado 
mandato. Como se sabe, el art. 24 LPRL regula los deberes de cooperación e 
información de los empresarios y trabajadores autónomos que desarrollen 
actividades en un mismo centro de trabajo, en línea con las previsiones de la 
normativa internacional, básicamente del Convenio n° 155 de la OIT, y 
comunitaria, fundamentalmente del art. 6.4 de la Directiva 89/391 /CEE; 
supuestos cuya diversidad práctica y complejidad operativa han dado origen 
a frecuentes problemas interpretativos y a no pocos conflictos judiciales, y 
para los que la escueta regulación del precepto se mostraba "claramente 
insuficiente"101 A poner fin a esta situación de déficit parece destinado el RD 
171/2004. Quizás, antes de analizar su contenido convenga tener presente, 
por lo que puede significar de cara a la comprensión de su articulado, que esta 
norma reglamentaria, como su propia Exposición de Motivos indica, deriva del 
diálogo social y toma como base los criterios comunes y consideraciones 
generales consensuadas por los agentes sociales, lo que siempre puede 
conllevar cierto grado de imprecisión o ambigüedad102. Y, en segundo lugar, 
también es necesario recordar que, como igualmente destaca su Exposición 
de Motivos, el RD 171/2004 en la regulación de los medios que deben 
establecerse para la coordinación de actividades empresariales en caso de 
concurrencia de empresarios en un mismo lugar de trabajo, busca siempre 
"un adecuado equilibrio entre la seguridad y salud de los trabajadores y la 
flexibilidad en la aplicación por las empresas [se entiende que de esos medios 
de coordinación] que incida en la reducción de los indeseados índices de 
siniestralidad laboral", lo que, a la postre, indefectiblemente conduce a altas 
dosis de indefinición y a la oferta de un amplio abanico de posibilidades que 
permita en cada supuesto escoger el medio más adecuado. 
Estructurado en 6 Capítulos, 3 Disposiciones Adicionales y 2 Disposiciones 
Finales, el RD 171/2004, tras ofrecer en su primer Capítulo una lista de 
definiciones de las principales expresiones utilizadas por la norma —de forma 
similar a como sucede en las diversas Directivas comunitarias—, y exponer los 
objetivos perseguidos con la coordinación de actividades, va desarrollando en 
101 Pérez Capitán, L.: "El nuevo marco regulador de la coordinación preventiva. Un análisis del 
RD 171/2004, de 30 de enero", RDS n° 26, 2004, pág. 48, para quien "la imprecisión, generalidad y 
parquedad del citado precepto [art. 24 LPRL] impedían que pudiese hablarse de un sistema legal de 
coordinación preventiva". 
102 Los primeros comentaristas de la norma (Pérez Capitán, L.: "El nuevo marco regulador...", ob. 
cit. pág. 50) ya han puesto de manifiesto como su origen consensuado es la causa de gran parte de 
sus virtudes, fundamentalmente la flexibilidad, y también de sus carencias, básicamente la 
ambigüedad. 
los Capítulos sucesivos (Capítulos II, III y IV) los diversos apartados del art. 24 
LPRL, para finalizar con una relación de los distintos medios de coordinación 
(Capítulo V) y los específicos derechos de los representantes de los trabaja-
dores (Capítulo VI) en estos supuestos. Por su parte, la DA 1a, con contradic-
toria expresión103, establece la concreta y especial forma de aplicación del RD 
171/2004 en las obras de construcción, que, como es conocido, se encuentran 
reguladas de manera específica por el RD 1627/1997, de 24 de octubre, por 
el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en las 
obras de construcciónl". El papel de la negociación colectiva en esta materia 
se fija en la DA 2', que, remitiendo a lo dispuesto en el art. 2.2 LPRL sobre 
el papel de los convenios colectivos en la regulación de la seguridad y salud 
de los trabajadores, simplemente apunta, de forma probablemente innece-
saria105, que los convenios podrán incluir disposiciones sobre las materias 
reguladas en el RD, en particular en aspectos como la información a los 
trabajadores y sus representantes sobre la contratación y subcontratación de 
obras y servicios o la cooperación de los delegados de prevención en la 
aplicación y fomento de las medidas de prevención. 
Resumiendo lo más destacado de la nueva regulación, amén de lo ya 
apuntado, probablemente haya que reseñar, en el apartado de las definicio-
nes, la concepción que del centro de trabajo contiene la norma, alejada de 
la estricta noción del art. 1.5 ET y próxima a la de lugar o zona de trabajo, 
en consonancia con la normativa internacional y comunitaria y con la 
definición que de "lugares de trabajo" ofrece el Real Decreto 486/1997, de 
14 de abril, por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad 
y salud en los lugares de trabajo. Llama también la atención el deslinde 
conceptual que el RD 171/2004 realiza entre "empresario titular del centro 
de trabajo106" y "empresario principal107", que si bien en primera instancia 
parece arrojar claridad en una materia tan compleja y necesitada de 
concreción como en relativa a la concurrencia de actividades empresariales 
en un mismo lugar de trabajo, sin embargo, a la postre puede suponer la 
103 Como acertadamente pone de manifiesto Pérez Capitán ("EL nuevo marco regulador...", ob. 
cit. págs. 68-69), parece que en un primer momento el RD 171/2004 no es de aplicación a las obras 
de construcción, pero como, a continuación la norma reglamentaria expone las notas específicas que 
determinan la forma de aplicación del RD 171/2004 a las obras de construcción, hay que deducir que 
esta norma sí es de aplicación a las citadas obras. 
104 Sobre los deberes de coordinación en el sector de la construcción, véase Gámez Orea, M.: 
"Sobre el deber de coordinación empresarial en materia de prevención de riesgos laborales", AL n° 
2, 2005, págs.151 y ss. 
105 Para Pérez Capitán ("El nuevo marco regulador...", ob. cit. Pág. 68), la DA 2a del RD 171/2004, 
"es una norma inútil, puesto que es obvio que en nuestro sistema jurídico el Convenio Colectivo puede 
desarrollar y mejorar los contenidos de cualquier norma preventiva". 
106 El art. 2 b) RD 171/2004 define al empresario titular del centro de trabajo como "la persona 
que tiene la capacidad de poner a disposición y gestionar el centro de trabajo". 
107 El art. 2 c) RD 171/2004 define al empresario principal como "el empresario que contrata o 
subcontrata con otros la realización de obras o servicios correspondientes a la propia actividad de 
aquél y que se desarrollan en su propio centro de trabajo". 
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incorporación de nuevas notas de confusión por la dificultad de delimitar 
nítidamente la diferencia entre ambos conceptos y de aplicarlos correcta-
mente al supuesto enjuiciado108. Por lo demás, en la definición de empresario 
principal se sigue recogiendo la tan criticada, por lo que de limitación del 
presupuesto de hecho implica, y evanescente noción de "propia actividad", 
remitiendo así al ya antiguo, pero no resuelto definitivamente, problema de 
precisar qué se entiende por tal. 
En lo que concierne a la regulación sustantiva de las diversas obligaciones 
previstas, la norma comentada, a semejanza del art. 24 LPRL, establece una 
gradación de deberes, de menor a mayor intensidad y de carácter acumulativo, 
aplicable a los diversos supuestos de concurrencia de empresas, que van 
sucesivamente desde la simple concurrencia de trabajadores de varias 
empresas en un mismo centro de trabajo, a la concurrencia cualificada por 
la presencia de un empresario titular del centro de trabajo, a la situación más 
compleja de que en dicha concurrencia exista un empresario principal. Para 
cada situación se fija un determinado conjunto de obligaciones que discurren 
desde el mero deber de cooperación en la aplicación de la normativa de 
prevención de riesgos laborales y de información recíproca sobre los riesgos 
específicos de las actividades desarrolladas por cada empresa109, al deber 
añadido de información del empresario titular del centro de trabajo sobre los 
riesgos propios del mismo y de dar instrucciones al resto de empresarios 
concurrentes para la prevención de los riesgos existentes en el centro de 
trabajo y sobre las medidas que deben aplicarse cuando se produzca una 
situación de emergenciall°, hasta los más específicos deberes de vigilancia y 
comprobación del empresario principal para los supuestos en los que la 
concurrencia va ligada a una contrata o subcontrata de obra y servicios111. 
Conviene advertir que el deber de dar instrucciones por parte del empresario 
titular del centro de trabajo sólo se prevé en el RD 171/2004 para aquellos 
supuestos en los que también desarrollen actividades en dicho centro sus 
propios trabajadores; limitación del presupuesto que da origen al nacimiento 
de esta obligación que no aparece en el art. 24.2 LPRL que desarrolla la norma 
reglamentaria, lo que, lógicamente, ha sido rápidamente objeto de crítica 
por quienes se han acercado a su análisis112. 
El Capítulo V RD 171/2004, como ya hemos apuntado, regula los medios de 
coordinación que los empresarios concurrentes deben establecer en cumpli-
miento del deber de cooperación. La relación que se ofrece no tiene carácter 
exhaustivo, así lo indica expresamente el art. 11 RD 171/2004, e incluye 
108 Así lo pone de manifiesto Pérez Capitán ("El nuevo marco regulador..., ob. cit. pág. 53), que 
señala cómo en el análisis del art. 24 LPRL muchos autores han utilizado los términos "empresario 
titular del centro de trabajo" y "empresario principal" como equivalentes. 
109 Cap. II RD 171/2004 (arts. 4 y 5) 
110 Cap. III RD 171/2004 (arts. 6 a 9). 
Cap. IV RD 171/2004 (art. 10). 
112 Pérez Capitán, L. "El nuevo marco regulador...", ob. cit. pág. 59. 
opciones113  como el intercambio de información y comunicación entre las 
empresas concurrentes, la celebración de reuniones periódicas, la presencia 
en el centro de trabajo de los recursos preventivos de las empresas concurren-
tes114  o la designación de una o más personas encargadas de la coordinación 
de las actividades preventivas. Esta última posibilidad se considera medio de 
coordinación preferente en determinados supuestos: cuando en el centro de 
trabajo se realicen actividades peligrosas o con riesgos especiales, cuando 
exista una especial dificultad para controlar las interacciones de las diferen-
tes actividades desarrolladas que puedan generar riesgos graves o muy graves 
o para evitar que se desarrollen actividades incompatibles entre sí desde la 
perspectiva de la seguridad y salud de los trabajadores, o cuando exista una 
especial complejidad para la coordinación de las actividades preventivas 
como consecuencia del número de empresas y trabajadores concurrentes, del 
tipo de actividad y de las características del centro de trabajo. La designación 
de la persona o personas encargadas de la coordinación de las actividades 
preventivas corresponde al empresario titular del centro de trabajo cuyos 
trabajadores desarrollen actividades en él (art. 13.3 RD 171 /2004) —lo que 
parece eliminar el recurso a este medio de coordinación en el caso de que no 
existan trabajadores del empresario titular del centro de trabajo que presten 
servicios en é1115—, y puede optar por nombrar a uno o varios de los 
trabajadores designados para el desarrollo de las actividades preventivas, a 
uno o varios miembros del servicio de prevención propio, a uno o varios 
miembros del servicio de prevención ajeno concertado, a uno o varios 
trabajadores de la empresa titular del centro de trabajo o de las demás 
empresas concurrentes con los conocimientos, cualificación y experiencia 
necesarios, a cualquier otro trabajador de la empresa titular del centro de 
trabajo con capacitación, o a una o varias personas de empresas dedicadas a 
la coordinación de actividades preventivas que reúnan las competencias, 
conocimientos y cualificación precisos. La persona o persona encargadas de 
la coordinación de las actividades preventivas ejercerán determinadas 
funciones indicadas por la norma para cuyo desempeño gozarán de ciertas 
facultades116. 
En lo relativo a los derechos de los representantes de los trabajadores, los 
arts. 15 y 16 RD 171/2004, más que reconocer facultades o prerrogativas 
adicionales y cualitativamente diversas para dichos representantes en su- 
113  A tenor de lo previsto en el art. 5.2 RD 171/2004, al establecer los medios de coordinación 
se tendrán en cuenta el grado de peligrosidad de las actividades desarrolladas, el número de 
trabajadores presentes en el centro de trabajo y la duración de la concurrencia de las actividades. 
114 Vid. Art. 32 bis LPRL. 
115  Para Pérez Capitán ("El nuevo marco regulador...", ob. cit. pág. 64), aunque el art. 13 RD 171/ 
2004 no lo prevea directamente, ante la inexistencia de empresario titular del centro de trabajo con 
trabajadores desarrollando labores en el mismo, la facultad de designación del encargado de 
coordinación corresponde al empresario principal, en aplicación del art. 12.1 párrafo 2° RD 171/2004. 
116 Art. 14 RD 171/2004. 
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puestos de concurrencia de actividades empresariales, lo que más bien llevan 
a cabo es una determinación de la forma en que los derechos reconocidos de 
manera general en la LPRL se ejercitan y garantizan en estas especiales 
situaciones. 
5.2. El tiempo de trabajo en la aviación civil 
El RD 294/2004, de 20 de febrero, por el que se modifica el RD 1561/1995, 
de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo en lo relativo al 
tiempo de trabajo en la aviación civil, traspone al derecho interno las 
previsiones contenidas en la Directiva 2000/79/CE, de 27 de noviembre de 
2000117, relativa a la aplicación del Acuerdo europeo sobre ordenación del 
tiempo de trabajo del personal de vuelo en la aviación civil, firmado el 22 de 
marzo de 2000. A partir de esta Directiva, la regulación del tiempo de trabajo 
de los trabajadores de la aviación civil en el ámbito comunitario se contiene 
en dos normas diferentes en función del colectivo de que se trate: el personal 
de vuelo queda incluido en la Directiva mencionada, y el personal de tierra 
en la Directiva 93/104/CE del Consejo, de 23 de noviembre de 1993118, 
relativa a determinados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo, 
desde su modificación por la Directiva 2000/34/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 22 de junio de 2000119, para incluir en aquélla determinados 
sectores y actividades antes excluidos, entre ellos, el transporte aéreo120. De 
manera análoga a la normativa comunitaria, el RD 294/2004 divide la 
subsección 4', que ahora pasa a denominarse "transporte y trabajos aé-
reos"121, de la sección 4a del RD 1561/1995 en dos preceptos, el art. 14, 
destinado a la regulación del tiempo de trabajo y descanso del personal de 
vuelo, y el art. 14 bis, reservado para el personal aeronáutico de tierra. Este 
último colectivo conserva la regulación anterior, mientras que el personal de 
vuelo recibe una nueva y específica ordenación122, acorde con la disposición 
comunitaria. Amén de la ya cada vez más frecuente incorporación de las 
117 DO L 302, de 1 de diciembre de 2000. 
118 DOCE de 13 de diciembre de 1993. 
119 DOCE de 1 de agosto de 2000. 
120 El art. 14 de la Directiva 93/104/CE establece que sus disposiciones no se aplicarán "en la 
medida en que otros instrumentos comunitarios contengan prescripciones más específicas en materia 
de ordenación del tiempo de trabajo en lo referente a determinadas ocupaciones o actividades 
profesionales", como sucede respecto del personal de vuelo en la aviación civil que cuenta con una 
regulación propia en la Directiva 2000/79/CE. 
121 En su redacción anterior a la modificación del RD 294/2004 la citada subsección llevaba por 
título "transporte aéreo". 
122 Un estudio de la nueva regulación del tiempo de trabajo del personal de vuelo en Hernando 
de Larramendi, A.: "Jornadas en la aviación civil (Consideraciones sobre el Real Decreto 294/2004, 
de 20 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre 
jornadas especiales de trabajo, en lo relativo al tiempo de trabajo, para la transposición de la 
Directiva Europea 2000/79/CE, de 27 de diciembre de 2000), RL (La Ley) 2004-1, págs. 1345 y ss. 
definiciones de lo que se entiende por cada expresión utilizada en el 
precepto, típica traslación al ordenamiento interno de la técnica normativa 
de la Unión Europea, el nuevo art. 14 del RD 1561/1995 limita el tiempo de 
trabajo anual del personal de vuelo, cifrándolo en 2000 horas, de las cuales 
el tiempo de vuelo no podrá exceder de 900 horas. Asimismo, también se 
recoge expresamente el mínimo de días libres a disfrutar anualmente por este 
personal como descanso semanal y fiestas laborales, que será de 96 días, no 
computables a efectos de vacaciones. Pero, al margen de estas concreciones 
numéricas específicas, probablemente, la principal novedad y, al propio 
tiempo, el primordial problema interpretativo, de la nueva regulación sea el 
papel asignado a la negociación colectiva y el carácter (mínimo de derecho 
necesario, norma dispositiva, regulación supletoria) con el que frente a ésta 
se presenta lo dispuesto en la norma reglamentaria. En la redacción anterior 
del art. 14 RD 1561/1995, que ahora mantiene el nuevo art. 14 bis RD 1561/ 
1995, la aplicación de las disposiciones comunes en materia de tiempo de 
trabajo efectivo, tiempo de presencia y descanso semanal recogidas en el RD 
1561/1995 al personal de vuelo se llevaba a cabo en la forma que determina-
ran los convenios colectivos y, en su caso, la normativa en vigor, mientras que 
el actual art. 14 RD 1561/1995 recoge prescripciones expresas sobre el 
particular que parecen reducir la amplia función hasta el momento asignada 
a la negociación colectiva123. La dificultad se hace especialmente evidente en 
relación con la delimitación y cómputo del denominado tiempo de presencia. 
El nuevo art. 14 RD 1561/1995 renuncia, en el apartado de definiciones, a 
ofrecer una sobre lo que entiende por tiempo de presencia, lo que parece dar 
a entender que por tal habrá de considerarse lo que el RD 1561/1995 define 
como tiempo de presencia en su art. 8, pero, a la hora de concretar si este 
tiempo de presencia es o no computable dentro del tiempo máximo de trabajo 
anual, el art. 14.3 RD 1561/1995, tras diferenciar entre el supuesto de que 
exista o no convenio colectivo, ofrece una delimitación expresa de lo que en 
tal sentido es o no computable para el caso de inexistencia de norma 
convencional que lo determine124. Junto al art. 14 RD 1561/1995, el RD 294/ 
2004 añade una nueva DA, la Sexta, al RD 1561/1995, por la que se dispone 
que en caso de que la Inspección de Trabajo y Seguridad Social detectare que 
se han producido incumplimientos en materia de horas de trabajo o descanso 
del personal aeronáutico que pudiera afectar directamente a la seguridad de 
las operaciones de vuelo o de la navegación aérea, lo pondrá en conocimiento 
de la Dirección General de Aviación Civil a los efectos oportunos. 
123 Cfr. Hernando de Larramendi, A.: "Jornadas en la aviación civil...", ob. cit. pág. 1346. 
124 Para Hernando de Larramendi ("Jornadas en la aviación civil...", ob. cit. pág. 1348, la solución 
correcta acerca del cómputo o no del tiempo de presencia dentro del límite de trabajo máximo anual 
es la siguiente: "si existe convenio que lo indique, se estará a lo allí establecido; si hay convenio, pero 
éste nada dice respecto de situaciones de «tiempo de presencia» computables dentro de las 2000 
horas, dichas situaciones no se computarán; finalmente, en ausencia de convenio, se aplicará la 
disposición supletoria, incorporando a las 2000 horas las situaciones de «tiempo de presencia» 
previstas en el art. 14.3 párrafo 3°". 
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5.3. La comunicación del contenido de los contratos de trabajo 
a los Servicios Públicos de Empleo 
Por su parte el RD 1715/2004, de 23 de julio, modifica el RD 1424/2002, 
de 27 de diciembre, por el que se regula la comunicación del contenido de los 
contratos de trabajo y de sus copias básicas a los Servicios Públicos de Empleo, 
y el uso de medios telemáticos en relación con aquélla. En concreto, la norma 
examinada viene a dar cumplimiento al Acuerdo del Consejo de Ministros de 
16 de mayo de 2003, por el que se da contestación al requerimiento de 
incompetencia formulado por el Gobierno de la Generalidad de Cataluña en 
relación a determinados preceptos y disposiciones del mencionado RD 1424/ 
2002. Básicamente las modificaciones realizadas están encaminadas a reser-
var al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales la aprobación de los programas, 
aplicaciones, diseños y estructuras de datos que vayan a ser utilizados en las 
comunicaciones de la contratación por vía telemática en relación a la 
Administración General del Estado, mientras que las Comunidades Autóno-
mas que hayan asumido el traspaso de la gestión realizada por el INEM podrán 
aprobar sus propios programas, aplicaciones y diseños; mientras ello no 
ocurra, el procedimiento de comunicación establecido en el RD 1424/2002 
podrá ser de aplicación a las citadas Comunidades Autónomas, que, en todo 
caso, garantizarán la comunicación al Servicio Público de Empleo Estatal de 
los datos definidos como obligatorios en el RD 1424/2002. Desde el punto de 
vista formal, estas alteraciones se incorporan a la norma mediante la 
inclusión de una nueva DF 1a, la modificación de la redacción de la actual DF 
1 a, que, además, pasa a ser la DF 2a, y el cambio de numeración de las actuales 
DF 2a y 3a, que pasan a ser DF 3a y 4a, respectivamente, manteniendo la misma 
redacción. 
5.4. El Programa de Fomento del Empleo 
Como viene siendo habitual desde los años 90, anualmente el Gobierno 
hace público el programa de fomento del empleo que ha de regir en el período 
siguiente. Para el año 2005, es la DA 47a de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2005125, la que lo recoge; 
y es precisamente esta circunstancia una de las principales novedades, pues 
frecuentemente ha sido la Ley de Acompañamiento a los Presupuestos la que 
ha cumplido esa función126; el hecho de que en el año 2004 se haya optado por 
no elaborar tan criticada norma ha obligado a incluir en la propia Ley de 
Presupuestos el mencionado Programa de Fomento de Empleo. La regulación 
125 BOE de 28 de diciembre de 2004. 
126 Así, por ejemplo, el art. 44 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social (BOE de 31 de diciembre de 2003), Ley de Acompañamiento a la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2004, contenía el Programa de Fomento del Empleo 
para 2004. 
recogida en la DA 47a de la Ley 2/2004, no varía prácticamente en nada la que 
previó para el año 2004 el art. 44 de la Ley 62/2003; ámbito de aplicación, 
requisitos de los beneficiarios, incentivos a la contratación, disposiciones en 
materia de concurrencia de bonificaciones, exclusiones, incompatibilidades, 
financiación y control de los incentivos, reintegro y mantenimiento de las 
bonificaciones son prácticamente idénticos a los fijados en el Programa de 
Fomento del Empleo para 2004127. Los únicos cambios, amén de la ya 
comentada variación en la norma que recoge el Programa, son la incorpora-
ción de una autorización expresa al Gobierno para que establezca bonifica-
ciones en las cotizaciones a cargo del empresario por contingencias comunes, 
a favor de los becarios y personal vinculado a proyectos de investigación, 
desarrollo e innovación tecnológica128, así como para extender las bonifica-
ciones previstas en el art. 9 de la Ley 40/2003, de 28 de noviembre, de 
Protección a las Familias Numerosas129, respecto de la contratación de 
trabajadores dedicados al cuidado de personas dependientes y discapacitados 
en el hogar familiar130; y la inclusión explícita, dentro de los porcentajes de 
bonificación aplicables a los contratos de trabajo de carácter indefinido 
suscritos con trabajadores de 60 o más años y una antigüedad en la empresa 
de al menos 5 años, de la cifra del 80% para los que ya reunían los requisitos 
en 2002131. 
Si bien no es este el momento de reflexionar sobre la cuestión132, no 
queremos dejar de apuntar la problemática que estas medidas de fomento de 
empleo han suscitado desde la perspectiva comunitaria, particularmente en 
lo que de obstáculo a la libre competencia pueden representar (arts. 87 y ss. 
TCE), con condenas expresas como la impuesta a la República italiana133. A 
tales efectos, ya hemos señalado que el Reglamento 69/2001, de 12 de enero, 
127 En relación al Programa de Fomento del Empleo para 2004, Vid. Castiñeira Fernández, J.: "El 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en el año 2003...", ob.cit. págs. 441 y ss. Un cuadro 
esquemático de Programa de Fomento del Empleo para 2005 en Martínez Lucas, J.A.: "Novedades en 
materia de Seguridad Social introducidas por la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2005", AL n° 5, 2005, págs. 530-531. 
128 DA 47a.Diez.1 de la Ley 2/2004. 
129 El art. 9 de la Ley 40/2003, establece en caso de contratación de cuidadores en familias 
numerosas el derecho a una bonificación del 45% de las cuotas a la Seguridad Social a cargo del 
empleador, siempre que los dos ascendientes o el ascendiente en caso de familia monoparental, 
ejerzan una actividad profesional por cuenta ajena o propia fuera del hogar o estén incapacitados para 
trabajar. 
130 DA 47a.Diez.2 de la Ley 2/2004. 
131  Cfr. DA 47a.Tres.8 de la Ley 2/2004. El art. 44.Tres.8 de la Ley 62/2003 sólo establecía de 
forma expresa la bonificación en las cotizaciones, en función del año de cumplimiento por el 
trabajador de los requisitos exigidos, desde un 50% hasta un 70%. Sin embargo, la novedad es más 
estética y formal que real pues tanto una norma como otra contiene una cláusula final según la cual 
se incrementará el porcentaje en un 10% en cada ejercicio hasta alcanzar un máximo del 100%; luego 
también para el año 2004 se aplicaría el mencionado porcentaje del 80%. 
132 Vid. esta misma reflexión en Castiñeira Fernández, J.: "El Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social en el año 2003...", ob.cit. págs. 441-442. 
133 STJCE de 7 de marzo de 2002, asunto C-310/99, República italiana contra Comisión. 
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denominado Reglamento de mínimis, establece los topes en la cuantía de las 
ayudas que no requieren justificación alguna, así como la necesidad de 
autorización expresa por las instituciones comunitarias cuando se superen 
tales cifras, salvo que afecte a regiones escasamente desarrolladas o con 
particulares problemas de desempleo. 
6. MODIFICACIONES EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL 
En general, las modificaciones producidas en materia de Seguridad Social 
durante el año 2004 son menores a las habidas en otras ocasiones, especial-
mente las que se han llevado a cabo a través de disposiciones varias incluidas 
en la propia Ley de Presupuestos Generales del Estado, dado que este año no 
se ha publicado la tan criticada Ley de Medidas Fiscales Administrativas y del 
Orden Social. Pasamos a exponer las novedades más relevantes en función, 
principalmente, de las diversas áreas temáticas en que se descompone la 
disciplina; eso sí, prescindiendo del análisis de ciertas modificaciones que, 
pese a corresponder a cuestiones de Seguridad Social, ya han sido comentadas 
en el estudio particularizado realizado de normas laborales específicas. 
6.1. Desempleo 
En relación a la prestación de desempleo, junto a las modificaciones 
introducidas en la LGSS por el Real Decreto-Ley 3/2004 y la LO 1 /2004, a las 
que ya nos hemos referido134, hay que reseñar el cambio operado por el RD 
2389/2004, de 30 de diciembre en la regulación del subsidio por desempleo 
a favor de los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social. Al objeto de permitir el acceso a la protección 
a quienes históricamente habían sido beneficiarios de este subsidio, el Real 
Decreto 5/1997, de 10 de enero incorporó determinadas disposiciones que les 
otorgaban un régimen más favorable que el previsto con carácter general. 
Tales disposiciones —en concreto, las DT 1a, 2a, 3a y 4135— tenían carácter 
134 Véase apartado 2.3 y 3.3. 
135 El tenor literal de estas Disposiciones es el siguiente: La DT1a."Cómputo especial de 
cotizaciones. Para completar el número mínimo de treinta y cinco jornadas reales cotizadas, 
establecido en el párrafo c del apartado 1 del artículo 2 de este Real Decreto, podrán computarse, 
en el caso de los trabajadores mayores de treinta y cinco años, o menores de dicha edad si tienen 
responsabilidades familiares, las cotizaciones efectuadas al Régimen General de la Seguridad Social 
durante los doce meses inmediatamente anteriores a la situación de desempleo con ocasión del 
trabajo prestado en obras afectadas al Acuerdo para el Empleo y la Protección Social Agrarios, siempre 
que se hayan cotizado, al menos, veinte jornadas reales al Régimen Especial Agrario, si se ha sido 
perceptor del subsidio en el año inmediatamente anterior o siempre que se hayan cotizado, al menos, 
treinta jornadas reales al Régimen Especial Agrario, si no se ha sido perceptor del subsidio en el año 
inmediatamente anterior". DT2a."Acceso al subsidio de trabajadores en situaciones especiales. 1. No 
obstante lo dispuesto en el párrafo c del apartado 1 del artículo 2 de este Real Decreto, podrán acceder 
temporal, contemplándose la posibilidad de prórrogas sucesivas por disposi-
ción del Gobierno. Periódicamente y de forma anual esa prórroga se ha ido 
produciendo136, lo que ha determinado, dada la continuidad en las circunstan-
cias que la motivan, que el RD 2389 comentado establezca la aplicación 
al subsidio los trabajadores que, habiendo sido perceptores del empleo comunitario en el año 1983 
y perceptores del subsidio en el año inmediatamente anterior, acrediten un número mínimo de veinte 
jornadas reales cotizadas al Régimen Especial Agrario. Para la acreditación de estas jornadas podrán 
computarse las cotizaciones efectuadas al Régimen General de la Seguridad Social durante los doce 
meses inmediatamente anteriores a la situación de desempleo, con ocasión del trabajo prestado en 
obras afectadas al Acuerdo para el Empleo y la Protección Social Agrarios, en las siguientes 
condiciones: a) Podrán computarse todas las jornadas cotizadas al Régimen General a efectos de 
acreditar el número de veinte jornadas cotizadas previsto en esta disposición transitoria. b) Para 
acreditar un número superior de jornadas cotizadas sólo podrá computarse un número de jornadas 
cotizadas al Régimen General de la Seguridad Social igual, como máximo, al de las cotizadas como 
reales al Régimen Especial Agrario. 2. La duración del subsidio en el supuesto previsto en la presente 
disposición transitoria será la siguiente: a. Trabajadores que acrediten un número mínimo de veinte 
jornadas cotizadas: Cien días. b. Trabajadores que acrediten un número superior a veinte jornadas 
cotizadas e inferior a treinta y cinco por cada día cotizado que supere los veinte la duración mínima 
de cien días se incrementará en los días de subsidio siguientes:1. Trabajadores mayores de veintinueve 
años y menores de cincuenta y dos: 5,33 días de subsidio por cada día cotizado.2.Trabajadores 
mayores de cincuenta y dos años y menores de sesenta años, con una duración máxima posible de 
trescientos días, según lo establecido en el artículo 5 de este Real Decreto: 13,33 días de subsidio por 
cada día cotizado. 3. Trabajadores mayores de cincuenta y dos años, con una duración máxima posible 
de trescientos sesenta días, según lo establecido en el artículo 5 de este Real Decreto: 17,33 días de 
subsidio por cada día cotizado. c. Trabajadores que acrediten treinta y cinco jornadas cotizadas: 
Duración igual a la establecida en cada caso en el artículo 5 de este Real Decreto. 3. En los supuestos 
previstos en el apartado anterior, se computarán las fracciones que igualen o superen 0,50 como un 
día más de derecho". DT 3a. "Normas de aplicación de las disposiciones transitorias segunda y tercera. 
1. Para el reconocimiento del subsidio por desempleo de los trabajadores eventuales del campo en 
los supuestos previstos en las disposiciones transitorias primera y segunda, no podrán computarse 
aquellas cotizaciones al Régimen General de la Seguridad Social que hubieran sido tenidas en cuenta 
para el reconocimiento de las prestaciones por desempleo de carácter general.2. Las cotizaciones al 
Régimen General de la Seguridad Social que, de conformidad con lo señalado en las disposiciones 
transitorias primera y segunda, hayan sido computadas para el reconocimiento del subsidio por 
desempleo de los trabajadores eventuales del campo, no serán tenidas en cuenta, en ningún caso, 
para el reconocimiento de las prestaciones por desempleo de carácter general. 3. La edad del 
trabajador y la existencia de responsabilidades familiares, a efectos de lo dispuesto en las 
disposiciones transitorias primera y segunda, se determinará conforme a lo establecido en los 
artículos 5.2 y 6 de este Real Decreto. 4. El requisito de inscripción en el censo del Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social, en situación de alta o asimilada a ella, con carácter ininterrumpido 
en los doce meses naturales inmediatamente anteriores a la solicitud del subsidio se considerará 
cumplido por el tiempo que el trabajador haya estado cotizando al Régimen General de la Seguridad 
Social con ocasión del trabajo prestado en obras afectadas al Acuerdo para el Empleo y la Protección 
Social Agrarios". DT4a "Asimilación de cotizaciones. A efectos de lo dispuesto en las disposiciones 
transitorias primera, segunda y tercera de este Real Decreto, las cotizaciones efectuadas al Régimen 
General de la Seguridad Social con ocasión del trabajo prestado en obras del Plan de Empleo Rural, 
tendrán la misma consideración que las efectuadas con ocasión del trabajo prestado en obras 
afectadas al Acuerdo para el Empleo y la Protección Social Agrarios". 
136  Por citar sólo las últimas prórrogas, el RD 433/2002, de 10 de mayo, prorroga la vigencia de 
las mencionadas Disposiciones Transitorias del RD 5/1997 hasta el 31 de diciembre de 2002; la DA 2' 
párrafo 1° del RD 426/2003, de 11 de abril, que regula la renta agraria para los trabajadores eventuales 
incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Comunidades 
Autónomas de Andalucía y Extremadura prorroga tales Disposiciones Transitorias hasta el 31 de 
diciembre de 2003; el RD 1794/2003, de 26 de diciembre, prorroga la vigencia de dichas Disposiciones 
Transitorias desde el 1 de enero de 2004 hasta el 31 de diciembre de 2004. 
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"hasta tanto no se establezca la terminación de su vigencia por disposición 
expresa del Gobierno, previa consulta a los interlocutores sociales" de las 
citadas Disposiciones Transitorias (DT 1 a, 2., 3a y 4a)137 En suma, se invierten 
los términos, la prórroga se convierte en indefinida hasta que expresamente 
el Gobierno establezca lo contrario. 
6.2. Revalorización de pensiones 
Anualmente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado procede a la 
revalorización de las pensiones con la finalidad de mantener íntegro el poder 
adquisitivo de los pensionistas. La novedad del año 2004 ha residido en la 
forma de llevarla a cabo, a través de un Real Decreto-Ley de modificación de 
la propia Ley de Presupuestos. El artículo 48 LGSS prevé que las pensiones 
serán revalorizadas al comienzo de cada año, en función del IPC previsto para 
dicho año, y, especifica que si el IPC acumulado, correspondiente al período 
comprendido entre noviembre del ejercicio anterior y noviembre del ejerci-
cio económico al que se refiere la revalorización fuese superior al previsto 
para el ejercicio, y en función del cual se calculó dicha revalorización, se 
procederá a la correspondiente actualización de acuerdo con lo que establez-
ca la respectiva Ley de Presupuestos Generales del Estado. Normalmente esa 
corrección se ha producido en el trámite parlamentario de discusión de 
enmiendas parciales en el Senado del Proyecto de Ley de Presupuestos, pero 
en 2004, el veto del Senado ha impedido que la Ley de Presupuestos para 2005 
recogiera la evolución del IPC entre noviembre de 2003 y noviembre de 2004, 
por lo que el Real Decreto-Ley 11/2004, de 23 de diciembre ha tenido que 
modificar la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2005 en materia 
de pensiones —en concreto modifica el Título IV de dicha Ley—, de modo que 
los porcentajes de revalorización para 2005 se apliquen sobre las cuantías de 
2004, una vez actualizadas conforme a la desviación del IPC entre noviembre 
de 2003 y noviembre de 2004, respecto del inicialmente previsto para este 
último ejercicio. 
Por lo demás, pocas novedades pueden reseñar138, salvo la del estableci-
miento de subidas porcentuales mayores a la inflación prevista (2%) en las 
cuantías mínimas de algunas prestaciones (jubilación de mayor o menor de 65 
años con cónyuge a cargo; gran invalidez e invalidez absoluta con cónyuge a 
cargo.. ). Desde la perspectiva inversa, sorprende que las prestaciones 
137 Al mismo tiempo, la Disposición derogatoria única del RD 2389/2004, deroga la DF 3a del RD 
5/1997 que era la que disponía la vigencia temporal de las DT 1 a, 2a y 3a y habilitaba al Gobierno para 
establecer su prórroga. 
138 Véase también el Real Decreto 2350/2004, de 23 de diciembre, sobre revalorización de las 
pensiones del sistema de la Seguridad Social para el ejercicio 2005 (BOE de 30 de diciembre). Un 
análisis de las previsiones en materia de revalorización de pensiones contenidas en estas normas en, 
Martínez Lucas, J.A.: "Novedades en materia de Seguridad Social introducidas por la Ley 2/2004,...", 
ob.cit. págs. 519 y ss. 
familiares por hijo a cargo con minusvalía del 75% sólo se incrementen un 2%, 
y, sobre todo, llama la atención que las prestaciones no contributivas y las de 
vejez e invalidez del SOVI sólo aumente un 3%, siendo extremadamente bajas. 
Por otra parte, se mantienen los mismos requisitos para tener derecho a 
las pensiones mínimas, actualizándose adecuadamente los límites de ingre-
sos. 
6.3. Pensiones de orfandad a favor de minusválidos 
El RD 364/2004, de 5 de marzo, de mejora de las pensiones de orfandad 
a favor de minusválidos139, amén de subsanar improvisaciones y errores 
precedentes140, como en seguida comprobaremos, continúa la línea marcada 
por otras normas ya comentadas en apartados anteriores141 dirigida, en el 
marco de los objetivos marcados por el II Plan de Acción para personas con 
discapacidad, a dar mayor protección a los minusválidos y situarlos en 
igualdad de oportunidades con los no discapacitados, en esta ocasión desde 
la perspectiva de la cobertura y protección sociales. La Ley 52/2003, de 10 
de diciembre, de disposiciones específicas en materia de Seguridad Social, 
dentro de las medidas de reordenación y racionalización de las prestaciones, 
estableció la incompatibilidad entre la pensión de orfandad a favor de 
huérfanos con 18 o más años e incapacitados y la percepción de la asignación 
económica por hijo a cargo mayor de 18 años y minusválido en grado igual o 
superior al 65%142. Al objeto de corregir la desprotección social que respecto 
a estas personas se produjo tras la entrada en vigor de la citada ley, el RD 364/ 
2004 modifica el art. 36 del Reglamento General de Prestaciones Económicas 
(aprobado por el Decreto 3158/1966, de 23 de diciembre), añadiéndole un 
párrafo 2° a su apartado 1, por medio del cual se trata de salvar material y 
cuantitativamente la formal incompatibilidad antes referenciada, gracias a 
la previsión de que en caso de huérfanos mayores de 18 años e incapacitados 
para todo trabajo, que a su vez acrediten los requisitos para acceder a la 
percepción de la asignación económica por hijo minusválido a cargo mayor de 
18 años, la cuantía de la pensión de orfandad se incrementará con el importe, 
139 BOE de 6 de marzo de 2004. 
140 Así lo ha puesto de manifiesto el profesor Castiñeira Fernández ("El Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social en el año 2003...", ob.cit. págs. 457), quien indica que el RD 364/2004 rectifica 
con celeridad, "aunque con una técnica tan hábil como deficiente", la disminución de la protección 
otorgada a las personas discapacitadas en relación a la pensión de orfandad que significó la Ley 52/ 
2003. 
141 Véase apartado 4. 
142 El art. 19.Tres de la Ley 52/2003 modificó el Capítulo IX del Título II de la LGSS, y, en concreto, 
dio la siguiente redacción al art. 189.3: "La percepción de las asignaciones económicas por hijo o 
acogido minusválido a cargo, establecidas en al apartado 2, párrafos b) y c), del artículo 182 bis será 
incompatible con la condición, por parte del hijo, de pensionista de invalidez o jubilación en la 
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en cómputo anual, de la asignación establecida a favor de hijo a cargo mayor 
de 18 años, en función del grado de minusvalía acreditado. Además, dicho 
incremento no se tomará en consideración a efectos del límite establecido 
para los supuestos de acrecimiento de la pensión de orfandad por inexistencia 
o fallecimiento del cónyuge sobreviviente, según el cual la suma de la pensión 
de viudedad y de orfandad no puede exceder de la cuantía de las bases 
reguladoras respectivas143. 
La DA Única del RD 364/2004 extiende la aplicación de la mejora señalada 
a los pensionistas de orfandad de clases pasivas cuando tengan reconocido el 
derecho a la asignación por hijo minusválido a cargo mayor de 18 años por el 
órgano o entidad competente. Asimismo, como medida de carácter transito-
rio, se prevé que en los supuestos de hechos causantes producidos a partir del 
1 de enero de 2004 (fecha de entrada en vigor de gran parte de la Ley 52/ 
2003144), en los que se hubiera optado por la percepción de la asignación 
económica por hijo a cargo, se pueda efectuar una nueva opción a favor de 
la pensión de orfandad, con los efectos correspondientes de acuerdo con la 
fecha del hecho causante. 
Pese a corresponder a la próxima crónica, hay que indicar que este Real 
Decreto ha sido derogado por la Ley 8/2005, de 6 de junio, para compatibilizar 
las pensiones de invalidez en su modalidad no contributiva con el trabajo 
remunerado145, que, entre otros, modifica el art. 189.3 de la LGSS, recogien-
do ya en una norma con rango de Ley la compatibilidad establecida en el RD 
364/2004. 
6.4. Cotización y Recaudación 
En materia de cotización, además de las anuales previsiones relativas a 
bases y tipos de cotización contenidas en las Leyes de Presupuestos (Título VIII 
de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2005)146, el Real Decreto 
335/2004, de 27 de febrero, por el que se modifican el Reglamento general 
sobre cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre, y el Real 
Decreto 2930/1979, de 29 de diciembre, por el que se revisa la tarifa de 
primas para la cotización a la Seguridad Social por accidentes de trabajo y 
143 Véase art. 36.2 párrafo 2° del Reglamento General de Prestaciones Económicas. 
144 La DF 2' de la Ley 52/2003 estableció que la misma entraría en vigor el día primero del mes 
siguiente al de su publicación en el BOE (lo que aconteció el día 11 de diciembre de 2003), salvo los 
artículos 3, 4 y 5 que entrarían en vigor el día primero del sexto mes siguiente al de su publicación. 
145 BOE de 7 de junio de 2005. 
146 Previsiones posteriormente desarrolladas por la correspondiente Orden Ministerial. Para 
2005, es la Orden TAS/77/2005, de 18 de enero, por la que se desarrollan las normas de cotización 
a la Seguridad Social, Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional, contenidas en 
la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2005 (BOE de 
28 de enero de 2005). 
enfermedades profesionales, pretende subsanar las disfunciones que la 
aplicación práctica del Reglamento de cotización y liquidación de 1995 ha 
evidenciado, a través de determinadas reformas parciales en el mismo. Así, 
se ajustan las bases de cotización en función de la unidad de euro más 
próxima, en lugar de hacerlo al múltiplo más próximo de 100, para bases 
diarias, o de 3000, para bases mensuales147; se excluye de la base de 
cotización al Régimen General de la Seguridad Social las cantidades en dinero 
o los productos en especie entregados por el empresario a sus trabajadores 
con la finalidad exclusiva de que un tercero celebre contratos con aquél, 
siempre que dichas cantidades o el valor de los productos no excedan de la 
cuantía equivalente a dos veces el importe del SMI148; se homogeniza con el 
ordenamiento tributario la exclusión de la base de cotización de los gastos de 
manutención149; se concreta el alcance exacto del término "mejoras de las 
prestaciones de la Seguridad Social" a efectos de su exclusión de la base de 
cotización al Régimen General150; se introducen correcciones y mejoras en el 
especial sistema de cotización del colectivo de artistas profesionales en 
espectáculos públicos, integrado en el Régimen General de la Seguridad 
Social151 ; y se establece una regulación específica respecto de la cotización 
correspondiente al personal estatutario de las instituciones sanitarias del 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y los servicios de salud de las 
Comunidades Autónomas nombrado para la prestación de servicios de aten-
ción continuada, conforme a las previsiones de la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de 
salud152. 
Por otra parte, el artículo Segundo del RD 335/2004 modifica el Real 
Decreto 2930/1979, de 29 de diciembre, por el que se revisa la tarifa de 
primas para la cotización a la Seguridad Social por accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, al objeto de subsanar la laguna existente y fijar 
el epígrafe aplicable durante las situaciones de incapacidad temporal y 
maternidad de los trabajadores incluidos en el Régimen Especial de los 
Trabajadores Autónomos, epígrafe 01. 
En lo que concierne a la vertiente recaudatoria, las importantes novedades 
introducidas en la materia por la Ley 52/2003, de 10 de diciembre, de 
147 Véanse los arts. Primero.Uno y Primero.Siete del RD 335/2004 que modifican el art. 8.2 y el 
párrafo segundo del apartado 2 del art. 43 del RD 2064/1995, respectivamente. 
148 Véase el art. Primero.Dos del RD 335/2004, que adiciona un nuevo párrafo d) al apartado 1.B) 
del art. 23 del RD 2064/1995. 
149 Véase art. Primero.Tres del RD 335/2004, que añade un nuevo párrafo al apartado 2.A).a) del 
art. 23 del RD 2064/1995. 
150 Véase art. Primero.Cuatro del RD 335/2004, que da una nueva redacción al párrafo a) del 
apartado 2.F) del art. 23 del RD 2064/1995. 
151 Véanse art. Primero.Cinco y Primero.Seis del RD 335/2004, que dan una nueva redacción al 
art. 32.2 y al art. 32.5 párrafos b) y c) del RD 2064/1995, respectivamente. 




Patrocinio Rodríguez-Ramos Velasco  Crónica Jurídica Hispalense/Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
	
443 
disposiciones específicas en materia de Seguridad Social153 , además de las ya 
modificaciones parciales que había sufrido el Reglamento General de Recau-
dación de 1995154, han hecho necesario aprobar en su integridad un nuevo 
Reglamento General, lo que se lleva a cabo por medio del Real Decreto 1415/ 
2004, de 11 de junio. Se trata de una norma respecto de la cual se ha 
indicado155 que representa un punto de inflexión en la marcha del sistema de 
gestión recaudatoria de la Seguridad Social, teñido de reformas parciales 
desde finales de los años 90, que ahora pretenden ser reordenadas y 
codificadas por el nuevo Reglamento. Dada la entidad cuantitativa y cualita-
tiva de las reformas operadas y teniendo en cuenta las palabras de quienes 
han afirmado que "la jungla recaudatoria es un terreno especialmente 
pantanoso y complejo. Territorio inhóspito, desconocido y misterioso en el 
que, como en todo lo ignorado, las mentes humanas se pueblan de mitos y 
leyendas, de viejas historias que, en suma, terminan por recomendar a los no 
iniciados no acercarse ni adentrarse en tan esotérico espacio, salvo que 
quieran quedar engullidos en su frondosa normativa y, finalmente, perder su 
orientación en un mundo irreal"156, parece que lo más procedente, so pena 
de arriesgarnos a quedar devorados por tan boscosa regulación, es remitir su 
estudio detallado a trabajos más específicos, dedicados en exclusiva a la 
materia en cuestión157. A título meramente indicativo, simplemente apuntar 
que la nueva norma ha sido bien recibida por la doctrina, quien ha destaca-
do158 que el nuevo Reglamento agiliza el proceso recaudatorio de la Seguridad 
Social en su conjunto, fomenta la regularización de las situaciones de 
descubierto, regulariza los acuerdos de pago en las Unidades de Recaudación 
Ejecutiva de la Seguridad Social, trata de establecer un mejor equilibrio entre 
las funciones sancionadoras e indemnizatorias del sistema de recargos, 
sanciones e intereses en el procedimiento recaudatorio de la Seguridad Social 
y realiza los ajustes necesarios a fin de adaptar sus previsiones a la reformas 
habidas en materia concursal159. 
153 Sobre el particular, véase Castiñeira Fernández, J.: "El Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social en el año 2003...", ob.cit. págs.446 y ss. 
154 Real Decreto 1637/1995, de 6 de octubre, modificado posteriormente por los Reales Decretos 
1426/1997, de 15 de septiembre y 2032/1998, de 25 de septiembre. 
155 Mercader Uguina, J.R. y De la Puebla Pinilla, A.: "Reflexiones en torno al Reglamento General 
de Recaudación de los recursos de la Seguridad Social: el RD 1415/2004, de 11 de junio", RL, n° 22, 
2004, pág. 75. 
156 Mercader Uguina, J.R. y De la Puebla Pinilla, A.: "Reflexiones en torno al Reglamento General 
de Recaudación...", ob. cit. págs. 71-72. 
157 Véase, Mercader Uguina, J.R. y De la Puebla Pinilla, A.: "Reflexiones en torno al Reglamento 
General de Recaudación...", ob. cit.; Martínez Lucas, J.A.: "La providencia de apremio en el nuevo 
Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social", RL, n° 21, 2004. 
158 Mercader Uguina, J.R. y De la Puebla Pinilla, A.: "Reflexiones en torno al Reglamento General 
de Recaudación....", ob. cit. pág. 76. 
159 Véase también la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, por la que se establecen normas para 
la aplicación y desarrollo del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el RD 1415/2004, de 11 de junio (BOE de 1 de junio de 2005). 
6.5. Otras: modificaciones de la LPGE para 2005; colaboración en 
la gestión de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enferme-
dades Profesionales de la Seguridad Social; Planes y fondos 
de pensiones 
En el año 2004 la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2005 —
en esta ocasión no ha existido, como hemos indicado, la tradicional Ley de 
Acompañamiento ni tampoco una Ley de disposiciones específicas como en 
2003— no ha incorporado tantas modificaciones en materia de Seguridad 
Social como las que suelen ser habitual16°. Básicamente, los cambios se 
contiene en tres Disposiciones Adicionales, la DA 44a, la DA 45a y la DA 59a, 
que disponen lo siguiente. 
La DA 44° de la LPGE para 2005 afecta a cuatro preceptos de la LGSS: arts. 
31.1, 113.2, 227.1 y DA 35a, respecto a los cuales introduce las modificaciones 
que a continuación comentamos. El art. 31.1 de la LGSS161 se ve alterado en 
su penúltimo párrafo, que ahora establece que el ingreso de deudas por 
cuotas previo requerimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
a los sujetos obligados, será hecho efectivo en el plazo que determine la 
propia Inspección —que no será inferior a un mes ni superior a cuatro meses-
, en lugar de en el plazo de hasta el último día del mes siguiente al de la 
notificación del requerimiento, como antes disponía el art. 31.1 comentado. 
En el art. 113.2 del LGSS162 se lleva a cabo una modificación técnica, al 
adaptar el precepto a los cambios que en materia de recargos realizó la Ley 
52/2003, de disposiciones específicas en materia de Seguridad Social163. Así, 
se sustituyen las referencias a los antiguos recargos de mora y apremio por las 
de los actuales recargos e intereses de demora establecidos en los arts. 27 y 
28 de la LGSS. En el art. 227.1 de la LGSS164 se adiciona un segundo párrafo 
a tenor del cual una vez transcurrido el plazo fijado para el reintegro de 
prestaciones indebidas se producirá el devengo del recargo correspondiente 
y del interés de demora en los términos y condiciones previstos por los arts. 
27.2 y 28 de la LGSS. Por último, a la DA 35a de la LGSS165 se le da una nueva 
redacción, modificándose la anterior previsión relativa a la reducción de la 
base de cotización de los nuevos trabajadores incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos; ahora, junto a la posibilidad de aplicar, durante los 12 meses 
160 Un análisis de las novedades en materia de Seguridad Social introducidas por la LPGE para 2005 
en Martínez Lucas, J.A.: "Novedades en materia de Seguridad Social introducidas por la Ley 2/ 
2004,...", ob.cit. págs. 517 y ss. 
161 Véase DA 45a.Uno de la LPGE para 2005. 
162 Véase DA 45a. Dos de la LGPE para 2005. 
163  En relación a estas modificaciones, véase Castiñeira Fernández, J.: "El Derecho del Trabajo 
y de la Seguridad Social en el año 2003...", ob.cit. págs. 447 y ss. 
164  Véase DA 45a.Cuatro de la LGPE para 2005. 
165 Véase DA 45a.Tres de la LGPE para 2005. 
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inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta166, una reducción en 
la cuota por contingencias comunes equivalente al 25% de la cuota que resulte 
de aplicar sobre la base mínima el tipo mínimo de cotización vigente en cada 
momento167, se contempla el beneficio de una bonificación, en los 12 meses 
siguientes a la finalización del período de reducción, de igual cuantía que 
ésta. Por otra parte, desaparece la previsión anteriormente recogida en la 
citada disposición de extender las ventajas en ella previstas a las mujeres que 
en el momento del alta inicial tuvieran 45 o más años, al tiempo que la actual 
DA 45' de la LGSS permite aplicar su regulación a los socios trabajadores de 
Cooperativas de Trabajo Asociado que se incluyan en el mencionado Régimen 
Especial. Por lo que concierne a la financiación de estos beneficios, la nueva 
DA 45'.3 de la LGSS señala que la reducción de la cuota será financiada con 
cargo al Presupuesto de la Seguridad Social y la bonificación con cargo a la 
correspondiente partida presupuestaria del Servicio Público de Empleo 
Estatal. 
La DA 45' de la LPGE para 2005 modifica los arts. 42 y 43 del Texto 
Refundido regulador del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social168 
con alcance dispar; el art. 42 sufre una alteración de carácter fundamental-
mente técnico, indicando ahora que la cuantía de la cotización a cargo de los 
trabajadores agrarios por cuenta propia y ajena consistirá en una cuota fija 
mensual que para cada categoría profesional fijará la LPGE —antes se indicaba 
que la fijaría el Gobierno— y remitiendo expresamente a las DA 32a —
exoneración de cuotas respecto de los trabajadores por cuenta propia con 65 
o más años— y 36a —cotización de los trabajadores por cuenta propia del 
Régimen Especial Agrario— de la LGSS a efectos de su eventual aplicación. De 
mayor entidad es el cambio que se produce en el art. 43 del Texto Refundido 
regulador del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social, que ahora, en 
lugar de 3 apartados pasa a tener sólo 2; y es precisamente el 2° apartado el 
que se altera profundamente, para contemplar ahora el pago de la cuota fija 
de los trabajadores agrarios por cuenta ajena de nacionalidad extranjera con 
contrato temporal y que precisen autorización para trabajar. En estos casos, 
el empresario descontará —para posteriormente ingresarlo— a sus trabajado-
res, en el momento de hacerles efectivas sus retribuciones, el importe 
correspondiente a su cuota fija, de tal forma que si no lo hiciera en dicho 
momento, no podrá realizarlo con posterioridad, quedando obligado a 
ingresar la cuota a su exclusivo cargo. Si la actividad no se desarrollara 
durante meses completos el empresario únicamente retendrá e ingresará la 
166 Anteriormente era durante los tres años inmediatamente siguientes. 
167  Anteriormente se decía que la base de cotización sería la elegida por el trabajador entre el 
75% de la base mínima y hasta la cuantía de la base máxima, fijadas en la LPGE en cada ejercicio. 
168 Decreto 2123/1971, de 23 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes 38/ 
1966, de 31 de mayo, que establece el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social y 41/1970, de 
22 de diciembre, que perfecciona la acción protectora de este régimen especial (BOE de 21 de 
septiembre). 
parte de cuota fija mensual correspondiente a los días de duración del 
contrato, a cuyo efecto la cuota fija mensual se dividirá por treinta en todos 
los casos. 
Por su parte, la DA 59a de la LPGE para 2005 insta al Gobierno para que 
erradique una discriminación histórica como es la de la incompatibilidad 
entre las pensiones SOVI y las de viudedad, realizando las modificaciones 
normativas oportunas que establecerán los requisitos necesarios para evitar 
situaciones de discriminación o sobreprotección en relación a otras prestacio-
nes equivalentes del sistema de la Seguridad Social. La Ley 9/2005, de 6 de 
junio, para compatibilizar las pensiones del Seguro Obligatorio de Vejez e 
Invalidez (SOVI) con las pensiones de viudedad del sistema de Seguridad 
Social169, modifica la DT 7' de la LGSS al objeto de permitir la cita 
compatibilidad. 
Finalmente, sin poder entrar por razones de espacio en su análisis 
detallado, al menos mencionar que el RD 428/2004, de 12 de marzo, por el 
que se modifica el Reglamento general sobre colaboración en la gestión de las 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, 
altera el Reglamento de 1995 a fin de regular el régimen jurídico de la gestión 
por las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de las 
contingencias profesionales de los trabajadores incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos que hayan optado por comprender en su acción protectora la 
prestación económica por incapacidad temporal170; y el RD 304/2004, de 20 
de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de planes y fondos de 
pensiones, integra y sustituye al originario Reglamento, aprobado mediante 
Real Decreto 1307/1988, de 30 de septiembre, parcialmente modificado 
posteriormente, especialmente mediante el Real Decreto 1589/1999, de 15 
de octubre171. 
169 BOE de 7 de junio de 2005. 
170  Véase DA 34a.1 y 3 de la LGSS y RD 1273/2003, de 10 de octubre, por el que se regula la 
cobertura de las contingencias profesionales de los trabajadores incluidos en el Régimen Especial de 
la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, y la ampliación de la 
prestación por incapacidad temporal para los trabajadores por cuenta propia. Asimismo, el RD 428/ 
2004 completa la regulación de la gestión de las Mutuas respecto de las contingencias profesionales, 
incorporando al Reglamento el tratamiento de tales aspectos en relación con los trabajadores por 
cuenta propia incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social y en el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 
171  Un estudio de esta norma en Suárez Corujo, B.: "RD 304/2004, de 20 de febrero, por el que 
se aprueba el Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones: un nuevo paso en el empecinado intento 
de fomentar la protección social complementaria", RL, n° 15-16, 2004. 
